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SEÑOR PRESIDENTE (Rossi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, ingeniero Lucio 
Cáceres, al Subsecretario señor Aguerre, al Director Nacional de Vialidad, ingeniero Juan Echeverzt, al 
Director de Transporte por Carretera, ingeniero Javier Garagorry, al asesor jurídico, doctor Naume Goldberg, 
al Director de Transporte, ingeniero Lucas Facello, al encargado de despacho de la Dirección General de 
Arquitectura, arquitecto Nelson Colet, y al Gerente Regional, ingeniero Gustavo Tettamant. 


En virtud de que sabíamos que el señor Ministro tenía la disposición de acompañarnos hoy, el orden del día 
dispuesto fue creciendo, inclusive, al punto de poner en riesgo la posibilidad de cubrirlo en el tiempo 
disponible. 


El orden del día incluye el estado de algunas rutas nacionales -asunto promovido por señores Diputados de 
distintos puntos de la República-, la situación del ferrocarril, para conocer las medidas que el Ministerio ha 
venido impulsando a fin de aplicar la resolución adoptada, la situación de los transportistas de carga, en 
particular los hechos derivados del decreto que está en suspenso; creo que a todos nos interesa tener certeza 
con respecto a cómo piensa moverse el Poder Ejecutivo en esta materia. Además, están en el orden del día los 
informes de la Auditoría Interna de la Nación, que coinciden con preocupaciones que llegaban de distintos 
lugares respecto de la construcción de institutos de enseñanza con los fondos de la subasta de la playa de 
contenedores. Nos proponemos considerar los permanentes desencuentros que hemos tenido para ubicar el 
punto en que se encuentran las obras, cuándo existen retrasos de transferencias y cuándo de obras o de 
proyecto. Ahora se agrega este comentario que, inclusive, tiene la importancia de que sea un informe de la 
Auditoría Interna de la Nación. En una sesión de la Comisión algún técnico del CODICEN hablaba de 
diferencias en el presupuesto que también podrían estar vinculadas a esto. 


Por lo tanto, creo que lo primero que debemos hacer es escuchar la opinión del señor Ministro en lo que 
respecta a su cartera. 


Finalmente, queremos analizar la situación de PLUNA, lo que motivó que el señor Ministro nos llamara ayer 
preocupado porque no solo se extendía el orden del día sino porque también, a última hora, se incorporaba un 
asunto lo suficientemente grande como para requerir tiempo para obtener información y tratarlo. Yo aclaraba 
al señor Ministro que la Comisión no se propone examinar hoy la situación de PLUNA, sino que queremos 
conocer su opinión sobre trascendidos de prensa que hacen referencia a gestiones particulares para adquirir 
una parte del paquete accionario de PLUNA. En virtud de que esta es una empresa en la que el Estado 
uruguayo tiene un porcentaje importante de participación, nos interesa conocer los socios potenciales, los 
intereses y si realmente se han expresado esos intereses. En ese sentido, tenemos documentación que 
confirma que VARIG comunicó o dio autorización para suministrar información a algún interesado en 
particular para, eventualmente, poder entrar en un proceso de negociación de estas acciones. 


Es sobre esto que queremos la opinión del señor Ministro. La Comisión había acordado con el Directorio de 
PLUNA su comparecencia para el día de ayer, lo que no fue posible porque nos comunicaron que había 
algunas actividades que se les superponían. Nuestra intención hubiera sido formular preguntas al Directorio 
de PLUNA antes que al señor Ministro. 


Voy a dar la palabra al señor Diputado Silveira, uno de los que han promovido su interés sobre la situación de 
alguna de las rutas que se mencionan en este pedido de informes. 


SEÑOR SILVEIRA.- Cada vez que tenemos la oportunidad de conversar con el señor Ministro suceden 
estas cosas, porque la envergadura del Ministerio, dentro de lo que es el organigrama del país, así lo 
determina. Seguramente, los señores Diputados tienen interés en conocer temas de un Ministerio tan 
importante y tan vasto en sus alcances. 


Nosotros tampoco pretendemos que estos temas se extiendan demasiado. Queremos alguna explicación 
concreta, pues, evidentemente, hay otras cosas que también nos importan mucho. Estamos preocupados con 
respecto a la construcción de una parte de la Ruta Nacional N* 30 y al mantenimiento de lo demás. En 
oportunidad de la anterior presencia del señor Ministro a esta Comisión y luego de que se retirara, seguimos 
conversando con algunos de sus asesores y con el ingeniero Echeverzt y algunos de los presentes llegamos a 
la conclusión de que parte de esa obra todavía no se ha entregado -el Ministerio todavía no ha recibido la 
obra como tal-, lo cual en alguna medida nos trajo cierto alivio, teniendo en cuenta que las últimas etapas de 
la construcción de la Ruta N* 30 realmente han dejado mucho que desear y han sido de una mediocridad 
total, ya que al día de hoy están con un deterioro muy importante. Quisiéramos saber si, por lo menos, 
estamos a tiempo de que la empresa rehaga lo que hizo mal. 


Por otro lado, estamos muy preocupados -los señores Diputados lo imaginarán porque somos habitantes de la 
zona- por la demora que se ha producido. Si no me equivoco, esta Ruta se está haciendo desde el año 1982 o 
1983; se trata de más de 100 kilómetros de ruta que se están haciendo en más de veinte años. Realmente, esto 
nos tiene que preocupar y, además, genera en nuestra gente la sensación de que nosotros siempre somos el 
último orejón del tarro, porque vemos que en otras partes del país las obras se empiezan y se terminan 
rápidamente. Sin embargo, esa Ruta N* 30 es todo un paradigma de la historia del departamento de Artigas. 


Quisiera hacer la aclaración correspondiente en cuanto a que soy propietario de un predio al cual se le 
expropió una pequeña parte para la construcción de la Ruta. Quiero dejar esto establecido, pero de ninguna 
manera el predio está involucrado en el tema. Precisamente, la parte que pasa en mi campo está muy bien, 
pero es la zona del puente de Yucutujá. Allí tengo un establecimiento rural y como en cierta medida me 
comprenden las generales de la ley, quiero hacer la aclaración. Estoy preocupado, sobre todo, por la zona que 
va desde el Paso Tiramonchos a Paso Farías, proximidades de la Comisaría 5a. En esta zona es donde se ve el 
deterioro mayor e, inclusive, es la última parte que la empresa estuvo construyendo. 


Nos gustaría, también, que el señor Ministro nos diera alguna información respecto al tramo que va desde 
Artigas a Masoller, hacia la Ruta Nacional N* 5, que estaba incluido en el Presupuesto, precisamente, para el 
año 2004. Se planteaba su reparación y acondicionamiento, si no me equivoco por la zona de Masoller, 
Charqueada, y la construcción de un tramo a nuevo. Realmente, esa parte de la ruta está muy deteriorada; si 
bien se le ha hecho un mantenimiento, creemos que ha superado los límites de lo normal cuando las rutas 
empiezan a tener cierto desgaste. 


Por otra parte, quiero señalar que el señor Diputado Castromán Rodríguez solicitó información acerca de la 
situación de las Rutas Nacionales Nos. 24 y 25 y que la señora Diputada Montaner, que en este momento está 
ausente, manifestó su preocupación por la situación de la Ruta N* 59, que resulta muy importante para el 
cultivo de la papa porque por allí sale la producción. La señora Diputada manifestó en el seno de esta 
Comisión que el deterioro de esta ruta ha significado que hayan emigrado de la zona importantes 
productores, que se han ido a otros lados buscando mejores condiciones para sacar su producción. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Este es un tema sumamente importante y nos interesa saber 
cuántos kilómetros fueron construidos por la empresa Colier en la Ruta N* 24 y cuánto falta para la 
culminación de la obra. Además, queremos saber en qué estado se encuentra la Ruta N” 25, porque 
ambas rutas son corredores muy importantes para el tráfico fundamentalmente de la madera que se 
está extrayendo de gran cantidad de predios forestados en el departamento, y de otras producciones. 


A nuestro juicio, lo más lamentable de esto -se podrá estar a favor o en contra- es que no deja nada, o muy 
poco, de beneficio fiscal tanto para el Estado uruguayo como para el departamento. Esto ha motivado algunos 
planteamientos de los Ediles en la Junta Departamental; tenemos agendado analizar este punto en el futuro, 
con criterios diferentes. 


Puntualmente, queremos saber qué planes tiene la Dirección Nacional de Vialidad para atender estas dos 
rutas que son muy importantes para el departamento y para el país y, fundamentalmente, para la extracción de 
la producción y la circulación de transporte de madera hacia los puertos del departamento de Río Negro. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Quiero señalar que cuando estuvo presente el ingeniero Echeverzt en la 
Comisión, nosotros también expusimos la preocupación por la Ruta N* 30. Es una larga historia para 
toda la gente de la zona, que nos planteó que es una situación muy incoherente. Se da el caso de que la 


empresa Ramón Álvarez tiene un juicio pendiente y que, a su vez, hace el cobro de los peajes en las 
rutas. ¿Cómo se compadecen estas situaciones desde el punto de vista de la competitividad y de la 
rigurosidad profesional que se debe tener? Considero que hay una situación política seria detrás de 
todo esto. Esos vecinos hace muchos años que están viviendo esa situación y, además, hay cosas que no 
aparecen muy claras, como el hecho de cómo está resuelto ese juicio. El ingeniero Echeverzt dio una 
visión muy clara de la situación, pero fue de carácter técnico. Por lo tanto, me parece que es muy 
importante la opinión del señor Ministro con relación a estos temas, porque tiene un entorno de 
responsabilidades políticas que es necesario tener claro a la hora de adoptar definiciones y de 
responder preguntas que nos hace la gente de la zona. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Todos sabemos que la Ruta Nacional 
N” 30 es muy importante porque recorre la frontera del lado del territorio uruguayo. Si bien esto da un 
relieve geopolítico a la ruta, no menos cierto es que la cantidad de vehículos que circulan por ella es 
muy escasa, tiene menos de ciento cincuenta vehículos por día de tránsito promedio anual. 
Seguramente, esto ha determinado que a lo largo de la historia del país se le fuera dando, primero, 
niveles de obras que permitieron transitar; luego, cruzar los arroyos con puentes muy angostos -que 
están hasta el día de hoy-, y después, tener una carretera de balasto. 


Desde que participamos en la vida pública del país, hemos ido tratando de hacer que esa situación fuera 
evolucionando. Recuerdo que en el año 1985, cuando era Director -ocupaba la posición actual del ingeniero 
Echeverzt-, me ocupé de esa ruta. En Artigas es una necesidad física, diría, para la gente que vive en sus 
proximidades, particularmente la de Tomás Gomensoro y para quienes no estando allí, acceden a ella, como 
los de Baltasar Brum. La cuestión fue cómo podíamos ir planteando una mejora progresiva. A lo largo de 
todos estos años, desde 1985 hasta la fecha, se logró pasar de una carretera de balasto a una pavimentada, lo 
que significó un gran avance. Hoy está pavimentada en toda su longitud. 


Tal vez, el tema más importante que queda por delante sea empezar con la construcción de los puentes 
insumergibles, y uno de ellos es, precisamente, el Yucutujá. Hace unos años ya se hizo otro, llamado Zanja 
Honda o La Bomba en el tramo entre Tomás Gomensoro y la Ruta N” 3. 


En este momento ya está licitado el Yucutujá en el Paso de Tiramonchos. Faltan Tres Cruces y Cuaró, que son 
puentes de mucho mayor tamaño. En la Ruta N* 30 y en el acceso a Artigas se hizo el puente del Tamanduá. 
Se trata de puentes de gran envergadura, todos cerca de la desembocadura de esos arroyos o ríos en el Río 
Cuareim, por lo que no son obras pequeñas. Eso se va graduando en la medida de lo posible. 


En estos años, a pesar de las grandes estrecheces presupuestales, lo más importante de la Ruta N* 30 va a ser 
el terminado del asfalto, que en este tramo tiene algunos defectos, y por otro lado el comienzo de uno de los 
puentes grandes que se van a construir. Estamos hablando del tramo entre Bella Unión y Artigas. Otro tema 
es el tramo entre Artigas y Rivera o la Ruta N* 5. 


El tramo al que hacía referencia el señor Diputado Silveira, entre los kilómetros 38 y 59, se licitó en 1998 y 
se ejecutó entre 1999 y 2000 con basalto de la zona. El tramo entre los kilómetros 38 y 44 fue recibido 
provisoriamente. El resto nunca se recibió. A lo largo del tiempo ambos tramos han tenido sus desperfectos. 
Tengamos presente que el tiempo hace lo suyo en las rutas, y el material basáltico es particularmente 
complejo. En aras de la lisura de los acabados superficiales se coloca un material fino que, con el paso del 
tiempo, se vuelve inestable. Esa inestabilidad se refleja después en la superficie. 


Tal vez ha habido falta de conocimiento del uso de esos materiales, lo que ha provocado estos daños. No 
puedo encontrar otra razón, porque no hay espesores inadecuados y los materiales son de la calidad necesaria. 
Lo que hay es un problema superficial, que ya había ocurrido hace muchos años en el tramo de la Ruta N* 30 
entre Pintado y El Catalán. 


El contratista de esta obra es la empresa Ramón Álvarez. Los tramos que no fueron recibidos porque tenían 
defectos generaron mora de la empresa en ir a repararlos, y no se puede dejar de considerar lo que pasó en 
estos años. Frente a las restricciones presupuestales importantes, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
no pagaba a los contratistas, lo que produjo una cantidad de moras e intereses que estamos renegociando. Si 
bien el contrato nos permite exigir, si no se paga es bastante difícil hacerlo por más que esté establecido en 
los pliegos. Eso motivó varios llamados de atención a la empresa y órdenes de servicio. En algún momento la 


empresa no dio respuesta y, como había condiciones de transitabilidad no favorables, en uso de una de las 
facultades establecidas en el pliego, el Ministerio procedió a escarificar un tramo de carretera para devolverle 
las condiciones de rodamiento adecuadas al tránsito. De acuerdo con lo establecido en los pliegos, estos 
trabajos se cobran a la empresa contratista, con las multas correspondientes. 


En los últimos tiempos, donde hemos podido ir acordando nuestra situación de acreedores frente al 
contratista, este ha ido dando respuesta. Los tramos que no tenían recepción, con todas las garantías del caso, 
tendrán que quedar en condiciones de recibo. Entre la recepción provisoria y la definitiva hay un año de 
mantenimiento, que es obligación del contratista. Como la recepción definitiva no está en ningún tramo de la 
ruta, también tiene que hacerse cargo de esa situación. 


El tema se encuentra en vías de solución, a pesar de la situación compleja de los últimos dos años que nos ha 
impedido cumplir con muchas de las obligaciones. En esta misma Comisión, en ocasión de la Ley de 
Presupuesto, y pensando que el horizonte de los próximos años iba a ser diferente, se nos permitió incluir una 
cantidad de tramos de obras que después no se pudieron ejecutar porque con US$ 60:000.000 no se puede 
hacer lo que estaba previsto con US$ 180:000.000. Eso es claro. 


La empresa Ramón Álvarez tiene una larga trayectoria en el país, ha ejecutado muchas obras y no ha tenido 
inconvenientes. En esta obra en particular los ha habido por un tema de carácter técnico. No los voy a aburrir 
hablando de la conveniencia o no de la lisura en las superficies basálticas previo a la realización de los riegos 
de imprimación. 


Todos compartimos el anhelo de comunicación de Bella Unión y de Artigas. Los Gobiernos sucesivos 
tendrán que ir haciendo las obras que están identificadas. Hemos cambiado algunos proyectos para viabilizar 
esa obra, porque en determinado momento el proyecto para todos los puentes -Cuaró, Tres Cruces, etcétera- 
era de trazados de variante, lo que implicaba hacer la infraestructura de carreteras toda nueva, a campo 
traviesa. 


Eso determina que las obras sean infinitamente más caras que si se usara la infraestructura existente. Por lo 
tanto, hace unos años -ocupando ya la Cartera de Transporte y Obras Públicas-consideramos que lo mejor era 
enemigo de lo bueno, o sea que si en esa Ruta N* 30, íbamos por el camino de hacer la super ruta de punta a 
punta, nunca íbamos a llegar. Entonces optamos por mejorar el trazado de la ruta existente y, a la vez, ir 
utilizando la carretera pues ya tenía un avance importante. 


No nos olvidemos de los puentes; ¿por qué los puentes después de la carretera? Porque la carretera se usa los 
365 días del año y la insumergibilidad de los puentes es un tema de dos, tres, cuatro o cinco días, 
dependiendo de las lluvias del año. Por lo tanto, parece lógico resolver el problema de los 365 días antes que 
el de los cinco o seis que cortan, aunque para el poblador que está en esa zona y necesita salir el día que está 
cortado el problema no es menor. En esos casos tienen que salir por la cuchilla hacia la otra parte del 
departamento y dar la vuelta en el límite con el departamento de Salto para poder llegar a los centros 
poblados. 


La empresa Ramón Álvarez tiene su trayectoria y, además, muchos contratos en otras rutas principales; tiene 
contratos de puentes y participa dentro de un consorcio que es el encargado de recaudar y verter lo que 
recauda a la Corporación Vial del Uruguay; actúa como una especie de Abitab de peajes. Este es un tema que 
está en vías de resolverse; además se aplicaron multas a la empresa por incumplimiento de las órdenes de 
servicio -las que establece el pliego- y se le cobraron los trabajos que la Dirección Nacional de Vialidad 
mandó ejecutar cuando la empresa no había dado respuesta. 


Con relación al tema de la Ruta N* 24 debo decir que es una de las obras que pudimos empezar en estos años. 
El sistema de las Rutas N* 24 y N*” 25 algún día será denominado como la carretera de la madera. No cabe 
duda de que es la columna vertebral de la forestación litoral. Se empezó a hacer el tramo de Ruta N* 2 hacia 
el norte, entre el kilómetro 0 y el 48. Ese es el tramo que se llevó a la práctica. Desde el kilómetro 48 al 54 
hay una situación particular, que es una interferencia de la Ruta N* 24 con la vía férrea y que requiere una 
solución especial. En ese kilómetro es donde empalma con la Ruta N* 25, que sale hacia Young. La 
particularidad de ese punto y la dificultad en materia de expropiaciones y del tipo de obras que no eran como 
las que se hacían en el otro tramo, determinaron que esos seis kilómetros de la Ruta N* 24 se estén 
incorporando a la construcción de la Ruta N* 25. Al norte del kilómetro 54 de la Ruta N* 24 -el tramo que va 
hacia el departamento de Paysandú- tenemos una carretera de mucho menor tránsito que está en buenas 


condiciones y llega a la Balanza de San Manuel en la Ruta N? 3. Este es un tramo que está bien y no presenta 
problemas. 


El tramo de la Ruta N* 25 al que hacíamos referencia fue licitado y adjudicado a la empresa TEMIFAX y no 
se llevó a cabo en virtud de que era una obra licitada con recursos presupuestales del Ministerio que no 
estuvieron disponibles. Hoy estamos haciendo la gestión para poder ceder desde el Ministerio ese contrato a 
la Corporación Vial del Uruguay, con el fin de instrumentar la construcción de la Ruta N* 25 en el tramo que 
está licitado. Quiero recordar que ese es el tramo que va desde Tres Bocas hacia la Ruta N* 3. 


Por otra parte, de la Ruta N* 25 se ejecutó el tramo de Menafra Algorta, que integra esa arteria principal 
forestal y que está en muy buenas condiciones. Resta un tramo que hoy está también en buenas condiciones 
pero que seguramente va a sufrir el deterioro acelerado porque está acondicionado para el pasaje de la 
producción tradicional. Evidentemente, con la incorporación de gran tonelaje de madera, el tramo entre 
Menafra y Young va a sufrir bastante deterioro. Ese tramo no está licitado y seguramente es una de las obras 
que tendrá que licitar la próxima Administración. Ese es el eslabón que está faltando para configurar la 
totalidad de esa ruta. Además, en ese tramo hay una situación particular que es la interferencia de la ciudad 
de Young con la infraestructura de la Ruta N* 25. Young es una ciudad que se caracteriza por ser cruzada por 
dos medios de transporte: el ferrocarril y las Rutas N* 25 y N*” 13. Creo que primero estuvo el ferrocarril y en 
gran parte del desarrollo urbano de Young deben haber estado las rutas antes y la ciudad después. Este es un 
tema que sería bueno que conversáramos en algún momento. 


En concreto, en la Ruta N* 25 estamos en ese proceso y esperamos que la Corporación Vial del Uruguay 
pueda encarar su construcción. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- ¿No hay ningún plan previsto que pueda abarcar la posibilidad de cruces 
diferentes en la ciudad de Young? 


SEÑOR BARRIOS.- Con respecto a la Ruta N* 25 el señor Ministro decía que por la vía del Ministerio 
no era posible pero que se intentaría que fuese a través de la Corporación Vial del Uruguay. Siendo 
esta una empresa propiedad del Estado, ¿por qué tiene posibilidades diferentes a las del Ministerio? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Ese fue el motivo por el que 
generamos la megaconcesión: sacar de las cuentas públicas lo que sea el presupuesto. Las cuentas 
públicas están acotadas y si hacemos las obras vía presupuesto, implican déficit y endeudamiento del 
Estado. Por lo tanto, cuando elaboramos la megaconcesión lo que hacemos es sacar eso de las cuentas 
públicas y colocarlo en un proyecto del sector privado. Este es un tema que está vinculado con las 
formas de medición de la inversión del Fondo Monetario Internacional. Al respecto, en lo personal he 
defendido un criterio distinto al que el Fondo sostiene -a mi juicio, equivocadamente- para la 
computabilidad de la inversión en las economías en general. No es ese el criterio que se aplica en una 
empresa. Cuando una empresa hace una inversión y aumenta su patrimonio, lo que se le cuenta como 
cuota del año es la de amortización de la inversión, no la totalidad de la inversión realizada, porque si 
se aplicara ese criterio las empresas no tendrían demasiado estímulo para invertir. 


Con este tema he peregrinado durante muchísimo tiempo y a lo largo de toda América; he conversado, 
inclusive, con integrantes del Fondo, a quienes he planteado distintos puntos de vista. Cada uno tiene su 
argumentación -el Fondo las tiene-, pero entiendo que esto que hemos hecho -que también han realizado 
Francia, Alemania y España- es una forma de separar la inversión de los avatares del gasto. En los 
presupuestos es lógico que el gasto se ajuste a los ingresos; por el otro lado, está la inversión. Generalmente, 
cuando aparece un recorte fiscal -nacional o municipal; esto vale para todos-, ¿qué se recorta? Lo que se 
recorta es la inversión. Y la verdad es que en ese sentido actuamos de una forma distinta de la que lo 
haríamos en nuestra vida familiar, porque creo que cualquiera de los que estamos aquí tendremos que andar 
muy mal de vintenes en el bolsillo para sacar a los chiquilines del colegio o no invertir en las cuestiones 
vinculadas con el crecimiento de nuestros hijos. Sin embargo, ¿qué se hace cuando se plantean recortes 
fiscales? Se respeta el gasto y se castiga la inversión. Ese procedimiento es profundamente equivocado 
porque se hipoteca el futuro y, además, resulta por demás injusto porque no se ajusta sólo la inversión sino, a 
través de esta, a todos los trabajadores y proveedores vinculados con ella. Por lo tanto, con el diseño de la 


megaconcesión lo que hacemos es encontrar una forma de no detener el proceso de inversión sin violentar los 
presupuestos, cuentas públicas y otro tipo de consideraciones que escapan a mi Cartera. 


Aunque he explicado insistentemente el motivo por el que llevamos adelante el esquema de la 
megaconcesión tal vez no lo he hecho bien. En un momento de valle, intentamos encontrar un mecanismo 
que permitiera que el castigo a la inversión no fuera tan importante. Eso fue lo que hicimos; por ello es viable 
hacer determinadas cosas vía megaconcesión o vía Corporación Vial del Uruguay y no vía presupuesto del 
Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder el uso de la palabra a los colegas, me permito sugerirles que, 
dado que tenemos un orden del día bastante preciso y amplio, nos concentremos en recibir las 
respuestas que queremos del señor Ministro; de otro modo, vamos a desperdiciar la mañana 
recorriendo el mundo y quedarán pendientes los datos que necesitamos para desarrollar después 
nuestra acción parlamentaria. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- La verdad es que voy a transgredir el planteamiento del señor 
Presidente, porque el señor Ministro ha hecho un rápido paneo acerca de la vida económica, de las 
inversiones y de los riesgos que corren los inversores, y ha concluido -según mi opinión- en que, por 
suerte, tenemos la megaconcesión para hacer todo lo que el Ministerio no puede concretar. De todos 
modos, parece que quedará para la próxima Administración una cantidad de deberes que esta 
resolverá si hará o no. 


Yo no comparto mucho algunas expresiones del señor Ministro pero no vine aquí a polemizar. Sí quiero decir 
que permanentemente ha aludido al tema de la forestación y a todo lo que ha significado para el país, pero - 
más allá de alguna cuestión muy puntual- todavía no se han visto los resultados en esa área. El señor Ministro 
también señaló que las Rutas N* 24 y N* 25 constituirán el corredor de la madera, pero nosotros las 
recorremos y sabemos que hay tramos que están en pésimo estado. Entonces, aprovechando la presencia del 
señor Ministro y el hecho de que sus respuestas constarán en la versión taquigráfica, queremos conocer la 
opinión que al respecto tiene quien nos representa en este Ministerio. 


Por otra parte, se ha mencionado que cuando no se paga a las empresas que contrata el Ministerio hay que ser 
contemplativo, etcétera. Podemos entenderlo, pero quisiéramos saber si cuando hay atrasos, por ejemplo, en 
el caso de la empresa que está construyendo el puente sobre el río Santa Lucía, se cobran multas y se aplica 
lo que establecen los acuerdos de parte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente, el señor Ministro tendrá muchos comentarios que hacer sobre 
toda la política del Ministerio y de vialidad, pero de la misma manera en que nos sugirió que 
precisáramos por escrito el orden del día de esta sesión, le pedimos que sujete la tentación de 
explicarnos toda la política de vialidad para ver si podemos recibir las respuestas que necesitamos 
sobre estas Rutas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El tema de las Rutas N” 24 y N” 25 
creo que quedó claro: una parte está construida y en virtud de que el tramo final tiene la dificultad que 
mencioné, está incorporado en el proyecto de la Ruta N* 25, de Tres Bocas a Young. La ejecución de 
esta obra se hará vía Corporación Vial del Uruguay, y no creo que vaya a demorar demasiado; 
supongo que el desarrollo de la obra insumirá alrededor de veinticuatro meses. La obra se iniciará este 
año y veinticuatro meses después estará completamente terminada, y aclaro que quizás esté siendo 
conservador en cuanto al plazo. 


Sobre el otro tema, quiero darles la tranquilidad de que se imponen las multas a los contratistas que no 
cumplen, tanto en el caso que hablamos anteriormente como en este último al que se hizo mención, en el que 
hubo atraso en los plazos. Las multas previstas en los pliegos, se aplican. 


La Ruta N* 59 en realidad está mal denominada, porque no es una Ruta Nacional sino un camino municipal 
importante en el departamento de Tacuarembó, que recorre desde la zona sureste del departamento hasta la 
zona central. Tacuarembó es una especie de estrella de tres puntas y la Ruta N* 59 viene a ser una de las 
puntas de esa estrella. Este es un camino municipal modesto, comparado con lo que es una Ruta Nacional. Es 


importante como camino departamental y está incluido en el plan de caminería rural a través del cual el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas asiste a la Intendencia Municipal de Tacuarembó. En respuesta a la 
inquietud planteada, quiero decir que está prevista una solución con financiamiento del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, en el marco de la colaboración que brinda a los Gobiernos Municipales del país. 


Este año, precisamente, la Intendencia Municipal de Tacuarembó ha previsto para este camino una obra que 
supone un importe de $ 900.000, en un tramo. Tiene, además, un servicio de mantenimiento rutinario que 
abarca la totalidad de la red. 


Queda claro, pues, que esa ruta no es jurisdicción del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. La 
Intendencia Municipal de Tacuarembó muchas veces ha aspirado a que ese camino se transformara en Ruta 
Nacional. Nosotros nos hemos negado, porque si bien comprendemos que tiene relieve desde el punto de 
vista del territorio de Tacuarembó, no lo tiene desde el punto de vista de la red nacional general de carreteras. 
Tal vez lo podría haber tenido. De ahí, quizá, el origen que explica que alguien empezara a llamar a este 
camino como Ruta N* 59, Antes de hacerse la Represa de Rincón del Bonete había una previsión de que la 
Ruta N* 43 despuntara al lago del Bonete y a partir de allí se dividía en dos rutas: la Ruta N* 43 -desde San 
Gregorio hasta la Ruta N* 5- y la Ruta N* 59 que iba hacia Tacuarembó pasando por Clara. Clara-arroyo 
Malo es el tramo que tendrá una obra extraordinaria este año, como me acota el señor Director de Vialidad. 


O sea que, en el caso de la Ruta N* 59, si bien no es de nuestra jurisdicción y a pesar de la pobreza con que 
nos manejamos, estamos ayudando a la Intendencia Municipal para que pueda atender este tramo de camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El segundo asunto que figura en el orden del día tiene que ver con la 
autorización de la importación de vehículos usados de transporte de carga al país. Esto originó cierta 
confusión, ya que hace relativamente poco tiempo -en los primeros días de febrero- se produjo una 
nueva renovación de la suspensión de estas importaciones por un período de 180 días, como viene 
siendo habitual desde hace algún tiempo. En marzo hubo un decreto de suspensión sobre el cual se 
hicieron diversos comentarios respecto al ámbito en que se había tomado esta resolución del señor 
Presidente de la República. 


Días posteriores se dejó en suspenso este decreto y, cuarenta y ocho horas después, el propio señor Presidente 
de la República, más allá de la suspensión del decreto, reafirmó su voluntad de seguir impulsando la 
autorización para la importación de estos vehículos. Más allá de la participación de sectores productivos 
vinculados al transporte de cargas, proveedores, representantes de camiones y demás, que se expresaron 
sobre el particular, esto ha generado una cierta incertidumbre respecto a cuál será la política en esta área, que 
mucho tiene que ver con el desarrollo de la economía del país. De ahí la importancia de contar con la opinión 
oficial del Poder Ejecutivo a través de la palabra del señor Ministro. 


SEÑOR BARRIOS.- El segundo asunto del orden del día refiere a los transportistas de carga. Me 
imaginé que eso se refería a la situación que se está dando -sobre todo por las cosechas, etcétera- como 
consecuencia de las normas que se establecen para los transportistas profesionales de carga. Quiero 
saber si esto está incluido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el orden del día está incluido el tema del transporte de carga y, más abajo, 
el decreto. Me parece que lo lógico es abordarlos en forma vinculada. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Con relación al tema que plantea el 
señor Diputado Barrios, es decir, el transporte de cargas, está manejándose dentro de los parámetros 
establecidos en la ley aprobada por este Parlamento y en los decretos reglamentarios. En un país en el 
que el proceso de formalización de la sociedad muchas veces no está en el camino que todos 
entendemos conveniente para una sociedad ordenada, que este sector haya sido pionero en recorrerlo 
es un hecho a destacar y muy favorable, sobre todo si tomamos en cuenta que era altamente informal 
hace unos años. 


Hoy el transportista profesional ha ido adquiriendo conciencia de la importancia de serlo. Quien no lo era ha 
empezado a darse cuenta de lo favorable que es ser formal. No quiere decir esto que se haya logrado la 
unanimidad de voluntades convencidas. Cada tanto, por consiguiente, surge la comparecencia de alguien que 


se mantiene reticente a darse cuenta de que este camino le es favorable. Toda esta normativa se resume en un 
concepto básico: la oferta de camiones es muy amplia, mientras que la demanda de camiones es muy 
restringida 


Es decir que la cantidad de oferentes en el mercado es muy amplia y la de demandantes muy restringida. 


Por lo tanto, lo que sucedió a lo largo de la historia en materia de transporte es que el precio del flete lo ponía 
quien remataba a la baja. ¿Quién remataba más a la baja? ¿Aquel que era más eficiente, que sería lo normal, 
por aquello de que cobra más barato el que es más eficiente? No, la mayor participación se daba en el mayor 
nivel de informalidad, es decir, en aquel que no facturaba el flete, que no tenía seguro, que no aportaba a la 
previsión social, en aquel que, en definitiva, evitaba todos esos costos, tal vez no por una voluntad de 
evitarlos, sino porque quería agarrar el trabajo; para ello tenía que ser más barato y por tanto evitaba todos 
estos costos. Todos hemos conocido a un familiar o a un amigo que compró un camión esperanzado y al cabo 
de unos años lo vimos venderlo desesperanzado; o aun peor: desesperanzado no lo vendió y se terminó 
fundiendo y comiéndose el capital invertido. 


Por lo tanto, creo que el Parlamento, a través de la aprobación de la ley, el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y los propios transportistas, hemos hecho un gran avance al haber llevado adelante esta política. En 
ese sentido, todavía hay un camino largo por recorrer y exissten especificidades de situaciones que será 
conveniente complementar con decretos que irán sucediéndose en el tiempo, que precisan el alcance de la ley, 
pero creo que hoy en día no existe una situación compleja. 


En algún momento se dijo que la formalización del transporte era beneficiosa para las grandes empresas de 
transporte y no para las pequeñas. En realidad, hoy tenemos múltiples casos de empresas unipersonales, que 
cuentan con un solo camión, que reconocen que el conjunto de medidas que se han instrumentado en torno al 
transporte pesado de carga genera unos beneficios que nunca se habrían imaginado. Tal vez, a estas empresas 
nunca se les ocurrió facturar porque el IVA les resultaba pesado y porque lo que tenían para descontar de IVA 
era relativamente poco. A partir de la sustitución del IMESI de gasoil por el IVA, el gasoil les sale 14% más 
barato, siempre y cuando tengan la posibilidad de descontar, pero para poder hacerlo tienen que facturar, lo 
mismo sucede con los peajes, la inspección técnica vehicular y otros conceptos vinculados. Creo que estamos 
en un camino de formalización realmente positivo. 


SEÑOR BARRIOS.- Compartimos lo que ha expresado el señor Ministro con respecto a la 
formalización. 


Aprovecho esta oportunidad para realizar un planteamiento que iba a formular posteriormente junto con otros 
señores Diputados de la zona arrocera, a partir de lo que nos han manifestado productores arroceros -no 
fleteros- del problema que están viviendo. Pertenezco a la zona y estoy muy vinculado a la actividad 
arrocera, por lo que conozco las versiones de lo que sucede directamente. 


Efectivamente, se ha formalizado una cantidad de camioneros; había camioneros acerca de quienes uno 
pensaba que jamás se formalizarían, pero al final lo hicieron. Sin embargo, ante una cosecha tan importante, 
que felizmente coincide con otras del litoral, todos los recursos son pocos; si bien muchos se formalizaron, 
están trabajando muchos menos que antes porque muchos no pudieron formalizarse, fundamentalmente - 
según lo que me comentan los productores-, porque no pueden pagar los enormes atrasos con el BPS o con la 
DGI. Por ejemplo, una empresa que el año pasado tenía doscientos treinta camiones, este año tiene ciento 
treinta. Desde luego, esto genera dificultades para retirar las cosechas, y cosecha que no se levanta, se achica 
cada día que pasa, porque después que el grano está maduro, hay que levantarlo. 


Seguramente pediremos una entrevista al señor Ministro. Pero el planteamiento era ver si se podría 
incorporar un mecanismo que permitiera, por el período de la cosecha -de pronto con las limitaciones zonales 
que correspondan para que no haya competencia con otras zonas-, que así como hoy las empresas que reciben 
el grano retienen el IVA, puedan retener los aportes que deban hacer esos fleteros, abriéndose así un camino 
gradual hacia la formalización. Esta habilitación de corto plazo permitiría la retención del destinatario del 
flete de las cuotas de algún convenio. Permitiría que el Estado empiece a recaudar y que se intente formalizar 
a esa gente e incorporarla a la emergencia de sacar la cosecha. Dentro de unos días, cuando empiece la de 
soja, seguramente el problema se agravará, porque no solo afectará al arroz en el este sino también a la soja 
en el litoral. 


El señor Ministro hablaba de que teníamos que ir ajustando detalles. Por eso planteo este inconveniente que 
hay que salvar de alguna manera. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Comprendo el planteamiento que 
formula el señor Diputado, pero creo que no es correcto. 


Lo primero que debo decir es que esto es la ley: no me pidan que incumpla la ley. Debo cumplir la ley, ya que 
es lo que me marca la Constitución de la República. Si se quiere modificar la ley, que se haga, pero la ley es 
la ley. Lo que ustedes mismos me reclamarán es que cumpla con la ley y me tirarán de las orejas si no la 
cumplo. Esa es la situación en la que estamos hoy. 


El problema es distinto. En primer lugar, para que un camionero se formalice no se requiere que esté al día 
con la DGI y el BPS, sino que esté inscripto en estos organismos y que su unidad esté en condiciones de 
circular. Precisamente, lo que llamamos el punto cero para estar al día con el BPS y la DGI es lo que fuimos 
incorporando gradualmente para fomentar la formalidad porque es mucho más duro estar al día con el BPS y 
la DGI que estar inscripto.La realidad de hoy no es que faltan camiones, sino capacidad de recibo. 


(Interrupción del señor Representante Barrios) 


Quienes reciben, no quieren ser ellos los que dimensionan el recibo para los picos de demanda. 
Nadie quiere tener secadores para el pico de demanda; nadie quiere tener silos para el pico de 
demanda ni hacer inversiones fijas que de pronto se justifican este año porque se obtiene una cosecha 
extraordinaria, pero quizás el año que viene la cosecha y los precios no son tan buenos y la inversión 
queda ociosa. 


Pero, al mismo tiempo, ¿qué pasa? Como no hay capacidad de recibo, quienes hacen a veces de silo son los 
camiones. Entonces hoy tenemos tres días de demora para la entrega en el girasol y cuatro días de cola en el 
arroz. Hay que tener en cuenta que recién estamos empezando la cosecha. Si los camiones tienen una 
capacidad de almacenaje de treinta toneladas, se complica poner quinientas toneladas, porque de a treinta 
toneladas precisamos veinte mil camiones y para ello se necesita todo el parque de camiones del país parado 
y cargado. Por lo tanto, lo que está faltando es capacidad de recibo, esto es, capacidad de secado y de 
ensilado. Por eso es que los silos bolsa, que era la única alternativa de rápida instrumentación, han subido en 
el valor por tonelada de US$ 1,50 a US$ 6 o US$ 7. Seguramente, esto sucederá solo unos días porque 
alguien importará silos bolsa de otro lado para suplir esta carencia. Entonces, no achaquemos a la falta de 
camiones la falta de previsión para el recibo. 


Con respecto al arroz, el problema se agrava porque en este rubro hace un mes y medio que están de novela: 
nunca ha habido tanta cantidad de sol. Por lo tanto, ¿cuánto se va a estar levantando de cosecha por hectárea? 
¿Nueve toneladas? ¿Cuánto se va a estar levantando? 


SEÑOR BARRIOS.- Se están levantando cosechas excelentes. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- ¿Saben cuál es el asunto? El asunto 
es que hay precio, calidad y sol en un lugar en donde el agua la pone el hombre, a diferencia de lo que 
pasa en otros lados donde la cosecha no va a ser tan buena, porque el agua la pone Tata Dios. Entonces, 
el tema es que la producción y los molinos tienen que preverse de antemano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso vamos a conversarlo con el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Estoy de acuerdo, pero no 
achaquemos al transporte la falta de camiones, porque eso está vinculado con el otro punto al que 
vamos a hacer referencia, es decir, a la importación de los camiones usados. 


Lo que sucedió es que hace unas semanas se suspendió la aplicación de un decreto que se venía prorrogando 
desde la época del Gobierno del doctor Lacalle; pero como no se termina de concretar y el decreto no es 


inexistente, me parece que estaríamos hablando sobre algo que no sucedió. Además, quiero decir que el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas no participó de ese decreto, que tuvo la génesis en donde se había 
originado el decreto de la época del doctor Lacalle, es decir, en los Ministerios de Economía y Finanzas y de 
Industria, Energía y Minería. Esto es así porque el Ministerio de Economía y Finanzas sostiene que la política 
comercial del país la fija dicha Cartera y el Ministerio de Industria, Energía y Minería establece lo relativo a 
la industria. Si se miran los decretos sucesivos de prórroga, se podrá observar que están firmados por los 
Ministerios de Industria, Energía y Minería y de Economía y Finanzas. 


La idea de base no es mala, la idea de la importación de camiones usados es buena; Pero una buena idea en 
un momento inoportuno se vuelve conflictiva. Una buena idea si no se explica, se vuelve algo conflictivo. 
Creo que esa es la situación que se dio y los motivos por los cuales el decreto no prosperó. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Voy a referirme a la importación de camiones usados. 
Quisiera saber si el Ministerio de Transporte y Obras Públicas está cediendo competencias con 
respecto a un tema que creo le corresponde. 


Por otra parte, tenemos alguna información extraoficial -quizás ustedes también la tengan y sería bueno 
compartir- con respecto a que al habilitar la importación de camiones usados las grandes compañías 
forestales que tienen todo tipo de subsidios -esto no es novedoso- podrían hacer uso de ese decreto, de esa 
facultad que otorga el Poder Ejecutivo, y tener su propia compañía de transporte para obtener mayor 
competitividad y bajar los costos y los fletes. Todo en la vida oscila y esto en las cosechas también sucede. 
En cambio, con relación a la madera, más de la mitad de las seiscientas cincuenta mil hectáreas forestadas 
está madura, se está cortando -todos los días vemos los camiones- y, seguramente, va a progresar en forma 
rápida. Por eso, en uno de los departamentos que tiene más forestación -el señor Ministro lo sabe- hemos 
escuchado el comentario de que esa podría ser una de las posibilidades, ya que si el decreto se pone en 
ejecución las grandes empresas forestales podrían ingresar al país flotas para tener una mayor concentración 
de dividendos en su ecuación económica. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Creo que el señor Diputado Barrios tiró un tema que se enraba claramente 
con lo que está pasando. Considero que hoy tenemos elementos como para afirmar que podríamos 
estar de acuerdo con lo que dice el señor Ministro, porque lo que está ocurriendo es que en un 
momento en el que el transporte carretero puede tener un alivio -porque el país empieza a funcionar 
desde el punto de vista productivo-, la capacidad que tiene el parque con el que contamos actualmente 
-he recogido todo tipo de opiniones en ese sentido- es adecuado. Es cierto que parte de la flota tiene un 
envejecimiento bastante importante pero, de todas maneras, se tiene la oportunidad de trabajar, de 
salir adelante y, en la medida de lo posible, de formalizarse. Eso es algo que todos debemos tener en 
cuenta. 


Por otro lado, no creo que debamos saber lo que pasó porque no vamos a discutir sobre los pasos que se 
dieron. Me parece que fue atinado por parte del Ministerio de Industria, Energía y Minería tomar la actitud de 
decir: "Vamos a conversar una cosa diferente". El problema es que esto en agosto cae de nuevo. Quiero saber 
cuál es la opinión del señor Ministro acerca de la existencia de este mecanismo, que, a mi juicio, no ayuda. 
Digo esto porque se habla de que ese parque automotor tendría diez años de antigúedad. He conversado con 
camioneros que me han dicho que si se hiciera un escalonamiento para obtener unidades de 1997 o 1998 y 
que si se diera la posibilidad de pasar de un camión que está mal a uno no tan malo, sería adecuado. No 
sabemos qué efecto tendría esta medida porque en el mes de agosto debía caer el decreto; habría que estudiar 
muy bien una solución para el futuro. De esta manera, se podrían solucionar algunas cuestiones que tienen 
que ver con el mejoramiento de la calidad del transporte carretero; pero me gustaría saber qué va a pasar de 
aquí en más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En los días que estuvo vigente el decreto, se concretó la entrada de algún 
camión? Como hay especulaciones, vale la pena poner las cosas en su lugar. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Voy a referirme a la importación de 
camiones usados. Creo que el Ministerio tiene competencia en la materia, y se lo hice saber a mis 
colegas del Gabinete, particularmente no en lo que atañe a las políticas comerciales del país sino 
porque en definitiva esas unidades después van a integrar el transporte. Por lo tanto, sería razonable 


que los requerimientos de carácter técnico que se soliciten de un vehículo importado usado den las 
seguridades -por la circulación en los espacios públicos, en las rutas, en las calles, etcétera- que otros 
países han requerido para tomar iniciativa en este sentido. 


Como los señores Diputados sabrán, la importación de vehículos usados existe en los Estados Unidos, en 
Europa, en Australia, en Nueva Zelanda, en una cantidad de países. Los camiones usados no se importan 
exclusivamente en África. Todos estos países han tomado una serie de medidas, inclusive los fabricantes y 
han adoptado este mecanismo. 


Más allá del fragor de estas batallas, en el caso de Uruguay me parece un mecanismo razonable porque 
nuestro país no produce camiones. Solamente produce un pequeño camión que es una especie de testimonio 
de la industria automotriz. En el MERCOSUR hay un arancel externo común alto para los camiones, que 
subió en estos últimos tiempos. Por lo tanto, el camión regional no necesariamente responde a sus costos sino 
a la barrera arancelaria, que es la primera que existe. Entonces, si había posibilidades de que los camiones 
regionales fueran más baratos, no lo son por la aplicación de los aranceles. 


Instrumentar una competencia en la oferta es un elemento favorable y da mayor libertad de elección al 
consumidor que, en definitiva, es el que va comprar un camión. ¿Cuáles son los límites? No engañar al 
consumidor. Si importo una chatarra y el consumidor cree que está comprando un camión usado y no es así, 
es un engaño tanto para él como para el país. Habría que inspirarse en la normativa de otros países para poder 
incorporarla en un decreto de este tipo; esto lo hablamos con el señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería. 


Creo que debemos desvestir este tema por lo que decía el señor Diputado Castromán Rodríguez. Si entramos 
a ponernos en distintas posiciones, a establecer argumentaciones subjetivas o de presunción, lo único que 
vamos a lograr es nublar la apreciación cabal de la esencia del tema. Si yo soy camionero y compré un 
camión ayer, digo que la importación de los camiones usados es mala. Digo esto porque compré un camión 
en el día de ayer y lo pagué caro. Si lo voy a comprar mañana, digo que el mecanismo es bueno porque 
pienso que voy a tener la medida a mi favor. A partir de que hay una persona que piensa que el mecanismo es 
bueno y otra que es malo, empezamos a tejer todas las hipótesis de trabajo para defender lo bueno o lo malo. 
Por ejemplo, con este sistema los empresarios forestales pueden comprar camiones usados. Entonces, 
podemos decir que con esta medida estamos encubriendo la posibilidad de que un sector tenga sus camiones 
propios para hacer la competencia a otros camiones. Si nos ponemos del otro lado, podemos argumentar que 
la inhibición de la importación de camiones usados va a favorecer a los fabricantes regionales o a los 
representantes de marcas. Si miramos el punto desde otra perspectiva, podemos decir que queremos más 
camiones en el mercado para favorecer a los productores o a los cargadores, como ser los molinos, los 
frigoríficos, etcétera. 


Entonces, si empezamos a ponernos del lado de lo bueno o del lado de lo malo, perdemos la visión de si la 
medida en sí misma es buena o no y cuál es la mejor forma de instrumentarla en caso de que evaluemos que 
es buena. Creo que ese tema motivó las reflexiones por las cuales el decreto hoy no está en vigencia -lamento 
que no esté presente el señor Diputado Rossi que fue quien me hizo la pregunta; después se la 
contestaremos-, y por qué al amparo de este no se hizo ninguna operación. En consecuencia, debemos pensar 
que desde ahora hasta el mes de agosto debe procesarse una racionalidad de perspectivas en torno a un tema 
que puede ser bueno. 


En 1996, al poco tiempo de haber asumido la Cartera, se me ocurrió esta idea. El decreto venía siendo 
postergado y empecé a consultar en el mercado interno y encontré camiones en condiciones muy favorables, 
particularmente cuando ocurrió la crisis en México, el denominado "efecto tequila". En ese momento hubo 
una gran importación de camiones por sistema de "leasing" que México tuvo que devolver a los Estados 
Unidos por imposibilidad de pago. Se trataba de camiones con relativo poco uso, con un precio muy 
conveniente comparativamente con las unidades de la región y que a primera vista parecía un negocio muy 
interesante. 


No olvidemos que eran los inicios del tema forestal y que en los años siguientes iba a haber un crecimiento 

progresivo del tonelaje. Si no fue superior es porque el precio de la madera no ha sido conveniente y no se ha 
cortado en el tiempo óptimo, sino que se ha mantenido el silo verde de eucaliptus. Si podía haber un aumento 
de la demanda era razonable estudiar el asunto. Cuando lo hicimos, si se compraban a la vista, como estaban, 


era una cosa, y si se pedía la aptitud técnica vehicular de las unidades que en ese momento se había 
instrumentado en el país, el precio del usado aumentaba en una forma muy significativa. En el caso concreto, 
el precio del camión usado era un 20% inferior al del cero kilómetro. No sé si eso es válido en el mercado de 
hoy, pero creo que frente a esa diferencia se opta por el cero kilómetro. 


Por eso digo que hay que ver la conveniencia del mercado de los usados y, por otro lado, si bien es cierto que 
no es conveniente, nadie va a hacer uso de la opción. Si es conveniente, debemos tener las providencias de 
las condiciones técnicas a requerir para que no ocurriera lo que sucedió en su momento, cuando estuvo 
abierta la importación de camiones usados, donde se compraban seis o siete y se hacía uno. 


En la normativa técnica de los países que tienen camiones usados encontramos que hay requerimientos tales 
como el certificado de fabricante, que tiene como sentido que ese camión particular es el mismo que fabricó 
ese fabricante. Esto se hace porque en el ínterin pueden haber sido transformados, con alargue de chasis, 
aumento de ejes, cambio de sistema, cambio de enganche, etcétera. Entonces, se requiere un certificado de 
que cuando se fabricó se hizo de acuerdo con las normas del país de origen. Hay otra cantidad de 
requerimientos que sería largo de enumerar. 


Eso es lo que se va a procesar de aquí hasta agosto, con participación del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, que me parece tiene algo para decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al tema de la marcha de las iniciativas que ha venido tomando el 
Ministerio respecto a la reestructura elegida del ferrocarril. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- A partir de la última Rendición de 
Cuentas, el artículo 150 de la ley marcó nuestro concepto sobre el tema ferroviario. Me refiero a la 
separación de la infraestructura de la operación, de la misma forma que en el caso de la carretera. De 
esta se ocupa el Ministerio, y las empresas que transportan pasajeros o cargas por las carreteras no son 
del Estado sino privadas. 


Aquí volvemos a aplicar ese mismo concepto según el cual de la vía férrea se ocupa el Estado, en lo que se 
llama red económica sustentable, que es lo que establece la ley como cometido. Por otro lado, hoy tenemos 
un operador, AFE, que hará los servicios de aquellos que se sustenten con los ingresos que tienen. Así es 
como se sustentan las empresas privadas que, además, deben tener una utilidad. 


Los pasos que se han dado desde aquel momento son los siguientes. La ley entró en vigencia el 1” de enero 
de 2003. Ese año hicimos toda la transformación de instituciones tanto de AFE -que pasaba a tener su nuevo 
rol- como de lo que se desgajaba de AFE y se incorporaba a la Dirección Nacional de Vialidad, a la Gerencia 
de Infraestructura Ferroviaria en lo que corresponde a la vía propiamente dicha, y a la Gerencia de 
Explotación Ferroviaria en lo que corresponde a la administración del uso de la infraestructura ferroviaria, 
que es todo un tema. 


Durante el año 2003 procesamos ese cambio, que no fue menor. La Dirección de Vialidad incorporó una 
enorme cantidad de kilómetros a la red de vía que atiende, que ahora son de carretera y férreas, y ha venido 
llevando adelante un programa de mantenimiento que, en general, ha conservado el estándar de calidad que 
se venía realizando, e inclusive en algunos tramos lo ha aumentado. Me refiero particularmente a la línea 
Rivera en el tramo norte de Pintado llegando a Sarandí Grande y algo más. El Ministerio asumió esto y, por 
otro lado, AFE ha mantenido su actividad de empresa operadora. 


La ley prevé a partir del año 2004 US$ 5:000.000 adicionales, destinados a la infraestructura ferroviaria. Por 
ese motivo hemos llamado a licitación para una rehabilitación de dicha infraestructura. Hace pocos días se 
recibieron dos ofertas para rehabilitar 1.182 kilómetros de vías férreas, fundamentalmente de la línea Rivera, 
Río Branco y Minas. Ese es el objeto de esta licitación, y se compite por una cuota de hasta US$ 5:000.000. 
Se plantean dos años de gracia en virtud de que en ese lapso es necesario cancelar la deuda que tiene el 
Estado y que en su momento asumió AFE sin tener la capacidad de enfrentarla ante el Banco de la República. 
Los famosos rieles rusos que vinieron al país generaron una deuda de AFE con el Banco de la República y 
AFE no estuvo en condiciones de pagar. Desde el Ministerio de Transporte y Obras Públicas pagamos 

US$ 10:000.000 de esa compra y restan pagar alrededor de US$ 17:000.000. Esperamos que con una quita 
que nos haga el Banco de la República, con dos cuotas anuales podamos cancelar la deuda de rieles; ese 


capital no va a estar más en el stock de lingotes sino en el de rieles, una parte del cual podemos ver en 
Garzón, que es realmente impresionante, y que se va a utilizar en esa rehabilitación. 


Debido a que este año es el primero en el que tenemos los recursos, en el 2003 nos ocupamos de hacer la 
licitación para poder adjudicar este año la realización de la obra en toda esa red. La licitación prevé hacer la 
rehabilitación de las líneas en cuatro años y se establece ese plazo porque en algunos tramos se colocan rieles 
nuevos pero en otros se sustituyen rieles. Los rieles que se sacan y están en buenas condiciones se vuelven a 
reinstalar en líneas que tienen menor cantidad de carga; en esos casos los rieles que se retiran de un lado se 
asignan a otro tramo de línea. 


Eso es lo que estamos haciendo en cuanto a la acción sobre infraestructura que está encarando el Estado por 
la licitación. 


Por otro lado, no hay que olvidarse de que nosotros tenemos un presupuesto de aproximadamente 

US$ 4:000.000 anuales -el año pasado fue algo más que esa cantidad- para todo lo que es nuestra 
organización de mantenimiento, es decir de obras por administración, que involucran al personal que provino 
de AFE y que actualmente está trabajando. Evidentemente, desde el momento en que tenemos una empresa 
trabajando en el resto de las vías o en las recientemente habilitadas, la demanda de mantenimiento va a ser 
sustantivamente menor. Por lo tanto, nuestra programación determina que nuestros recursos se vuelquen a las 
otras redes que son las que no hemos determinado como económicamente sustentables, pero que entendemos 
que podemos atender y debemos hacerlo por su carácter potencial. Me refiero particularmente a la línea 
Chamberlain- Paysandú- Salto y el ramal a Fray Bentos. Allí vamos a trabajar con los materiales con que 
contamos y con una parte de materiales que hemos incluido en la propia licitación para poder trabajar en esos 
ramales. Pensamos que al final de un período de aproximadamente cuatro años podremos tener en materia de 
infraestructura ferroviaria una red de más de 1.800 kilómetros en buenas condiciones. Tener una red de esa 
cantidad de kilómetros en buenas condiciones reducirá los costos operativos de AFE y aumentará su 
competitividad, pues para AFE o para quien sea resulta difícil competir circulando a 20 kilómetros por hora. 


Seguramente el gran desafío de AFE es el segundo capítulo de esta transformación ferroviaria, que es el que 
hoy está abierto -a través de un marco normativo edificado en el año 2003- para quien le interese ser una 
empresa de transporte ferroviario. Hasta el momento no hemos tenido presentaciones de envergadura. Hemos 
tenido algunas pequeñas presentaciones que, por lo reducidas, no las consideraría de una competencia 
efectiva e importante de gasto. Creo que es lógico que una empresa que vaya a tomar la decisión de venir a 
instalarse en el Uruguay con sus equipos, locomotores, vagones, etcétera, quiera ver si las vías van a estar en 
buenas condiciones o no y, por lo tanto esté esperando y orejeando que se efectivicen estas obras a las que 
hago referencia para tomar la decisión de venir a operar. 


Considero que vamos a tener operadores ferroviarios y que AFE tiene que aumentar su eficiencia; no hay 
ninguna duda. Actualmente AFE -evaluación mediante- recibe US$ 3:000.000 de subsidio y transporta 
650.000 toneladas, es decir que estamos hablando de US$ 5 de subsidio por tonelada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La cifra de 650.00 toneladas al año, es oficial? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El transporte del año pasado fue de 
650.000 toneladas. Probablemente este año debamos pensar que el arroz y la madera aumenten esa 
cifra y no se transporten 650.000 tonelada, sino algo más. Todavía no lo sabemos pues estamos en abril 
y deberíamos estar adivinando el fin del año. 


Me parece que un elemento relevante es la distancia promedio de transporte ferroviario que es de 200 
kilómetros, y uno tiene que ver cuánto vale el flete en esa cantidad de kilómetros y compararlo con lo que la 
sociedad está poniendo a través del subsidio. En algún momento el subsidio era más alto que el valor del flete 
del modo alternativo. Es decir que un camión pagaba todo lo que tenía que pagar -combustibles, lubricante, 
impuestos, etcétera- y era más barato que el subsidio por tonelada que se le daba al ferrocarril. Creo que en 
esta mesa no hay nadie que esté de acuerdo con eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De este lado de la mesa para ahí seguramente no; pero de este otro lado, no 
sé. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No entiendo que estemos de acuerdo 
con pagar de subsidio más que el precio. No sé si el señor Presidente está de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de este orden del día bastante extenso nuestra aspiración es recibir 
la opinión del señor Ministro. Estamos exhortando a nuestros colegas a limitar las preguntas para 
poder tener la opinión del señor Ministro como un ingrediente imprescindible a fin de promover las 
instancias parlamentarias que en su momento correspondan sobre cada uno de estos temas. Por lo 
tanto, no voy a ingresar en ningún tipo de intercambio de ideas, que por cierto podemos realizar en 
otro momento. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Culmino mi idea. La normativa está 
aprobada y en condiciones de que una empresa que tenga la voluntad de hacerlo venga y se presente. 
De todas formas creo que es importante el proceso del que AFE ha tenido que empezar a 
concientizarse, en cuanto a que va a ser una empresa que estará en competencia y al estarlo deberá 
asumir una competencia leal frente a otros. Por lo tanto, tiene un desafío de aumento de eficiencia 
significativo. 


Creo que he aclarado los dos conceptos relativos a lo que hemos hecho en materia de infraestructura y en 
materia de operación. 


Como elemento final me parece importante destacar que cuando nosotros empezamos con este modelo la 
verdad es que ya había sido implantado en Colombia y un pariente de esto había sido implantado en Suecia y 
en Inglaterra. 


Lo que nos ha dado una gran tranquilidad es que este modelo ha sido implantado por la Unión Europea -la 
que, inclusive, ha recibido felicitaciones-, aunque seguramente para atender problemas diferentes. De todos 
modos, una de las virtudes ha sido no copiar para nuestra situación algo que estaba estructurado para aquel 
tamaño. Lo que hicimos fue inspirarnos en dos elementos: lo que había del mundo actual y lo que había del 
mundo de antes, porque no hay que olvidar que en este país llegó a haber seis empresas ferroviarias operando 
en forma simultánea; unas utilizaban las vías de las otras. Quiere decir que el ferrocarril nació desregulado; 
con el tiempo se fue regulando y monopolizando la actividad ferroviaria. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Cuando el señor Ministro comenzó la exposición con respecto 
a AFE, señaló que se llamó a licitación pública internacional; me refiero a la Licitación N* 22/03, tengo 
aquí un recorte de prensa referido al tema. Quisiéramos oír alguna explicación acerca de por qué se 
eligieron estos tramos; se trata de 1.114 kilómetros de vías. 


Se menciona también que se presentaron dos ofertas. Sería bueno saber si ya fueron abiertas y conocen qué 
se plantea en cada una. 


Por otra parte, el señor Ministro hizo gestiones ante la Corporación Andina para el Desarrollo y el Banco do 
Brasil para obtener un crédito de US$ 56:000.000. Yo hice un pedido de informes al respecto y el señor 
Ministro lo contestó, pero sería bueno que en la versión taquigráfica -que para nosotros es un documento de 
trabajo- constara alguna explicación sobre el tema. 


Quisiéramos saber también qué criterios se utilizaron para determinar el llamado a licitación en un sinnúmero 
de localidades que no voy a mencionar ahora. ¿Se pensó que en un plazo de cuatro años ustedes o nosotros - 
¿por qué no?- podríamos convocar otra licitación de estas u otras características para atender departamentos 
como Paysandú, Salto, Río Negro y San José, en los que hay gran producción forestal y -pensando en 
positivo- también de otro tipo? Como el señor Ministro ha explicado muy bien en esta y otras veces, el 
ferrocarril es un elemento que, además de dar sustento a ciudades como Young -que creció con el ferrocarril, 
permite la integración a la que ha hecho mención en la prensa, que no solo abarca el territorio sino, inclusive, 
la región. Y decimos esto porque tenemos posibilidades reales con la vía férrea que está sobre el puente de la 
represa de Salto Grande. 


También queremos saber cuántos funcionarios de AFE pasaron al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
El señor Ministro dice que hay alrededor de US$ 4:000.000 para mantenimiento y pago de los gastos que 


supone tener esos funcionarios. 


Por último, me interesa que se explique por qué se recurre a los servicios de un operador ferroviario que 
seguramente será extranjero. ¿En el Estado uruguayo somos ineptos? ¿No tenemos operadores ferroviarios? 
En todo caso, tenemos a la gente de AFE. ¿Esto ha sido motivo de estudio o es una cuestión política? No 
tengo miedo de plantearlo en esos términos porque estamos refiriéndonos, precisamente, a cuestiones 
políticas y a políticas de Estado. En lo personal, no estoy de acuerdo con este tipo de procedimientos que se 
han dado a partir de la vigencia del artículo 150 y de los correspondientes decretos reglamentarios. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Como se ha dicho, se licitó la reconstrucción de la red ferroviaria. ¿Qué 
tramos se reconstruirán y cuándo comenzarán los trabajos? 


En sucesivas charlas se ha mencionado qué partes de AFE pasaron al Ministerio, pero no me queda claro qué 
ocurre con los talleres. Sé que no pasaron al Ministerio, pero quisiera que me confirmaran si tendrán algún 
papel en los trabajos de reconstrucción de las vías. 


Además, me interesa saber con qué cantidad de rieles contamos en este momento, porque hay varias 
versiones al respecto. 


En cuanto a la red vial, quedó claro que cuando se planteó la megaconcesión se establecieron las 
características de las obras a nivel nacional, pero me preocupa lo que ocurrirá en el ámbito regional en virtud 
de algunas posiciones de Argentina y Brasil en cuanto a las políticas de transporte y comunicaciones. ¿Qué 
opinión tiene el Ministerio al respecto? Los que más me inquietan son los casos de Rivera y también de Salto. 


SEÑOR BARRIOS.- El señor Ministro hizo referencia a que hay US$ 17:000.000 en rieles. ¿Eso se va a 
dar en concesión? ¿El concesionario se encargará de hacer las reparaciones? ¿Esos rieles se van a 
aportar? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No se trata de una concesión. 
SEÑOR BARRIOS.- Quizás utilicé un término que no correspondía. 


Se va a encargar a una de estas empresas que se presentaron a la licitación la rehabilitación de las vías y en el 
correr de los años se le pagará por esa cuota que se licita. La duda que me surgió es si esos US$ 17:000.000 
en rieles que tiene el Ministerio serán parte del pago. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Vamos por partes. 


Con relación a los tramos, ¿por qué? Porque la ley establece que la red que se ha de atender es la 
económicamente sustentable. Si bien hay que hacer los números, no se requiere ser muy astuto para darse 
cuenta de que la red económicamente sustentable es la de carga: la línea a Minas -que es la que tiene la 
mayor carga-, la línea a Rivera y la línea a Río Branco. Por tener carga, son económicamente sustentables, 
dentro de un análisis sobre el costo generalizado del transporte y de los modos alternativos. Si el ferrocarril 
siguiera un proceso de deterioro como el que ha tenido en su infraestructura a lo largo de estos cincuenta 
años... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Fundamentalmente en los últimos diecisiete. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No sé. Pienso que ha tenido un 
deterioro en la infraestructura por eso de lo que hablábamos hace un rato: las inversiones. Se recorta 
la inversión porque siempre el gasto es más tentador. En los años del ferrocarril del Estado siempre 
hubo plata para los sueldos y nunca para las inversiones. Entonces, cuando hay dinero para el gasto 
pero no para las inversiones, las inversiones sufren, y eso es lo que estamos viendo hoy. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Entonces, se hizo mal el presupuesto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No, se gastó mal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como Presidente, tengo que hacer un gran esfuerzo para no decir que hay 
que cambiar al partido que lo administró. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Si usted quiere entrar a ese tema, no 
me chichonee porque usted sabe que acá: truco y retruco. 


¿Sabe lo que le diría? Compramos un ferrocarril cuando los ingleses ya se habían dado cuenta de que no les 
servía. Y no le hicimos nada durante mucho tiempo porque el Uruguay se encontró con que, para la 
producción que tenía -que era fundamentalmente la pecuaria, a razón de 70 kilogramos por hectárea-, en un 
país sin montañas y que posee la red vial más densa de Sudamérica, podía llegar con el camión a todos lados 
y buscar la carga en los campos, en lugar de lo que sucedía cuando nosotros éramos chicos, que se tropeaba 
el ganado hasta las estaciones. 


Entonces, cuando teníamos un país pecuario, con una producción de 70 kilogramos por hectárea y por año, el 
ferrocarril que es un medio netamente rígido no podía llegar. ¿Cuál es la diferencia? Que la producción 
cambió. Por esa razón, actualmente estamos pensando en hacer una rehabilitación ferroviaria y con 
anterioridad no se manejó esa posibilidad: no estaba esa carga concentrada como sí lo está hoy, cuando 
estamos hablando de miles de toneladas por hectárea. 


Si uno mira el mapa ferroviario se encuentra con que la forestación está en la arenisca Tacuarembó, por 
donde pasa la línea férrea que va a Rivera. Si uno va y mira el ramal a Paysandú se encuentra con que Piedras 
Coloradas, la Caja Notarial, la Caja Bancaria y alguna parte de EUFORES y de Forestal Oriental están sobre 
la vía del ferrocarril. De la misma forma sucede con el ramal a Fray Bentos. 


Eso es lo que cambió. Lo que cambió fue el país. Entonces, tampoco es correcto que endilguemos a los 
señores del pasado porque lo que estaban viviendo era una retirada del modo ferroviario, debido a que la 
carga era la que se iba hacia los camiones que se trasladaban hasta los embarcaderos de ganado. Esa es la 
situación. 


La clave radica en estar acordes con el tiempo. Por eso, desde el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
hemos aceptado el desafío de tomar este viaje de arena gruesa que es la transformación del sistema 
ferroviario, con esa perspectiva. 


Los tramos, ¿por qué? Reitero: porque es la red económicamente sustentable. 


Efectivamente, hay dos ofertas. En la primera hay que cumplir una serie de elementos, pero no es el sobre de 
precios. En este momento está a estudio de la Comisión Asesora de Adjudicaciones y esperamos tener algún 
informe en los próximos días. 


Sobre el crédito de US$ 56:000.000, quiero decir que no lo pidió el Ministerio. Lo que dijimos fue que había 
un proyecto -el ferroviario- que requeriría que alguien del sector privado buscara fuentes de financiamiento 
para esta obra. Lo que hicimos fue presentar en sociedad un proyecto para que en ese lugar en el que estaban 
los potenciales financiadores de infraestructura -era una conferencia sobre infraestructura- se supiera que 
había en Uruguay un proyecto para el cual el sector privado saldría a buscar la financiación necesaria. Debía 
enterarse el BND, el CAF, la Corporación del Banco Mundial o el Banco Interamericano de Desarrollo, así 
como los distintos agentes financieros presentes en ese momento. 


Aquí no se trata de que el Estado vaya a tomar US$ 56:000.000 como préstamo. Nosotros queremos llevar 
adelante este proyecto de rehabilitación ferroviaria, pero el sector privado es el que lo habrá de financiar y se 
va a cobrar con lo que dice la ley, a través de esas cuotas de hasta US$ 5:000.000 por año. 


El tema que refiere al litoral ya lo expliqué en mi exposición inicial, pero advierto que el señor Diputado 
Castromán Rodríguez no lo entendió. No es que se vaya a hacer otra licitación en el litoral. Si bien podría ser, 
no es lo que yo he planteado. Lo que he dicho es que, dado que los recursos humanos y el equipamiento que 
tenemos hoy para atender el mantenimiento de esa red -que los vamos a tener que usar en toda la red, después 
que esté rehabilitada- sigue estando en el Estado y ahora estará durante un cierto período con disponibilidad. 


Por lo tanto, en ese período de disponibilidad podemos decir: o hacemos alguna tarea menor o concentramos 
estos recursos y los volcamos para hacer la rehabilitación de la vía de Chamberlain a Paysandú, de Paysandú 
hasta Salto y el ramal a Fray Bentos. 


Eso es lo que está en nuestro programa de trabajo para ejecutar a partir de este año y fundamentalmente a 
partir del año que viene. 


Quiero decir otra cosa que tal vez hayan visto en la prensa. Este año llamamos a licitación para un pequeño 
tramo de cinco kilómetros, para hacer el trabajo de rehabilitación y, fundamentalmente, para armar dentro de 
la administración, a una escala pequeña, nuestro equipo de control del trabajo en los 1.182 kilómetros de vía 
férrea. Hemos armado una licitación reducida para ver el tema relacionado con el personal técnico y 
semitécnico, para saber qué se precisa, para prever elementos de control, etcétera. A una escala ya más 
expandida, eso es lo que deberá llevarse a la práctica en los dos, tres o cuatro frentes de trabajo que podrá 
haber simultáneamente en la rehabilitación de la red. 


En este momento existen 597 funcionarios ferroviarios en el Ministerio. 


Creo que tampoco se entendió el punto relacionado con el operador ferroviario extranjero. Acá no existe 
ningún operador ferroviario extranjero. Creo que el señor Diputado Castromán hacía referencia a las 
empresas que se presentaron a la licitación. ¿No es así? 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Sí. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Entonces, no es un operador, sino 
una empresa constructora que viene a rehabilitar una vía. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Entonces, es como un operador. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No, señor Diputado. Un operador es 
el que trabaja en la vía; es como la empresa de camiones de la carretera, es como la empresa de 
ómnibus de la carretera. Tal como está establecido en la actual Ley de Presupuesto, hoy la operación 
está abierta a cualquier operador que esté interesado en la red considerada del Estado, que es la 
económicamente sustentable, más esa otra que yo he dicho que es estratégica. Esto está dispuesto en la 
actual Ley de Presupuesto e, inclusive, en la anterior; la única diferencia es que quien se ocupaba de la 
desregulación era AFE, que no se ocupó, y por eso esa potestad se transfirió al Poder Ejecutivo. 


Por lo tanto, acá no existe ningún operador ferroviario extranjero; puede haber nacionales, otros distintos de 
AFE o empresas extranjeras que quieran venir a operar a Uruguay. En ese sentido, parecería que es bastante 
natural que alguna esté interesada en venir a operar a Uruguay, dado que es la empresa ferroviaria que tiene a 
su cargo el ferrocarril del sur de Brasil y el de la mesopotamia argentina. 


El señor Diputado Domínguez nos preguntaba qué rehabilitaciones se habían hecho. Acabamos de mencionar 
que se rehabilitaron las vías de Minas, Río Branco, Rivera, todas por licitación. Las otras, es decir, 
Chamberlain, Paysandú y Salto, y ramal a Fray Bentos, fueron rehabilitadas por el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas en forma directa o, eventualmente, por un contrato de diferente tipo del que estamos 
hablando. 


A su vez, se preguntaba cuántos rieles disponibles había. Se cuenta con 360 kilómetros de rieles dobles, es 
decir, 720 kilómetros de vía. 


No entendí la pregunta relacionada con el transporte regional. Creo que venimos haciendo todos los esfuerzos 
para integrar el transporte regional y la verdad es que hemos obtenido resultados favorables. La cuestión más 
clara sería medirlo, por ejemplo, por los tránsitos, que es la carga que normalmente tendría que ir a cualquiera 
de esos países. Argentina y Brasil tienen puertos; lo lógico sería que las cargas con destino a Brasil bajaran 
por los puertos de Brasil, y en el caso de Argentina lo mismo, pero hoy bajan por Uruguay y desde acá 
ingresan a Brasil, a Argentina, a Paraguay, a Bolivia y a Chile. El 52% de los contenedores que movemos en 
el puerto de Montevideo están en tránsito. Es decir, más de la mitad de la actividad del puerto de Montevideo 
en materia de contenedores no tiene origen ni destino en Uruguay. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Admito que no haya formulado bien mi pregunta. 


Quiero saber si el Ministerio de Transporte y Obras Públicas ha tomado alguna previsión para no quedar de 
lado. Pregunto esto porque existe un acta de Copacabana, firmada recientemente, que distorsiona un poco 
nuestra propia integración. Sé que esto sale del marco en el que estamos discutiendo. Tal vez el señor 
Ministro tenga una respuesta en este sentido para lograr un entendimiento regional y no quedar al margen. 


Realmente esta situación es muy preocupante y por eso llevaba el ejemplo de la situación vivida en Salto y en 
el tramo de Río Branco a Rivera. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No tengo ningún inconveniente en 
responder. 


El acta de Copacabana, en la cual se reedita el embrión del MERCOSUR donde Brasil y Argentina acuerdan 
al margen de los demás países de la región, marca el fortalecimiento de las relaciones entre Argentina y 
Brasil y los pequeños socios de esta compañía quedamos afuera, cuando inclusive tenemos acuerdos 
firmados con el Gobierno de Argentina con respecto al puente Colonia- Buenos Aires, con los tres Gobiernos 
por el eje vial del MERCOSUR, acuerdos bilaterales con Brasil para el nuevo puente sobre el río Yaguarón, y 
podría seguir mencionando unos cuantos acuerdos. 


Uno ve que aparece ese protagonismo extraordinario en el acuerdo de Uruguayana y Paso de los Libres, 
como la forma de conexión de Brasil con Argentina -sin dejar de reconocer que es muy importante y que 
seguramente es el paso de frontera de mayor tránsito entre los dos países-, lo que es bastante deslucido y falto 
de consideración, particularmente en nuestro caso. En realidad, es un tema que está más vinculado con los 
gobernantes de los países vecinos, que son soberanos de tomar sus decisiones. Seguramente, esto nos 
reafirma que acá tenemos que contar con nosotros mismos y debemos sacar partido de todos los problemas, 
defectos y falta de competitividad que tienen esos países, que son los que justifican que hoy le estemos dando 
esos servicios de tránsito con un 52% de los contenedores en tránsito. 


En este punto nos volvemos a reencontrar con la historia, lo que nos confirma que debemos fortalecer el 
sistema portuario porque es el primer eslabón fuerte de la cadena de comercio. El puerto es el gran 
determinante, ya sea por precio, por servicio, por tiempo de liberación de las cargas, por cristalinidad en el 
manejo, tema importante para quien está esperando una carga y no quiere ser rehén de ninguna 
intermediación no debida. Uruguay tiene que fortalecer el primer eslabón duro, que es el portuario; el 
segundo es la buena red de comunicación con los países. Argentina no nos dirá que no sigamos teniendo el 
puente de Fray Bentos, el puente Paysandú-Colón, la represa de Salto Grande, la conexión con la 
mesopotamia o que no lleguemos al sistema federal de carreteras de Brasil. 


No solo tenemos que llegar de la mejor forma posible, sino que también debemos buscar la forma en que 
nuestros agentes de comercio y de transporte puedan penetrar dentro de las fronteras; esto es lo que yo llamo 
la campaña de las misiones. Nosotros dependemos de nosotros mismos; eso es lo que marca la historia. 
Tenemos que saber convivir entre dos grandes que miran por ellos, ya que somos tan chiquitos que a veces la 
mirada pasa por arriba. 


Tenemos que seguir en la senda en la que estamos; seguir con el desarrollo portuario; apoyar las virtudes que 
tenemos en la región, como el caso de las profundidades del litoral Atlántico, que es tal vez la medida más 
importante que está pendiente. Hoy se está anunciando la profundización del puerto de Montevideo a mayor 
calado del que tiene actualmente; este es el proyecto "Puerto 2007". También estamos profundizando el 
desarrollo en Nueva Palmira. 


El concepto fundamental es que el tema de Uruguay en el comercio de la región y el transporte dentro del 
comercio es una de las piedras angulares de nuestra existencia. Lo ha sido, lo es y lo va a seguir siendo. Hoy 
cuenta con una venta de servicios por US$ 250:000.000 de las exportaciones; cuando exportábamos 

US$ 2.500:000.000. Esto es tan importante y duro que, por ejemplo, en el Puerto de Montevideo en plena 
crisis el problema fue que no creció el flujo de carga, cuando todos los indicadores mostraban que decrecía. 
El PBI decrecía; todo decrecía. Sin embargo, el flujo de carga del Puerto de Montevideo, y particularmente 
los tránsitos -toda la región estaba en crisis-, no decrecieron. Es duro; es inelástico. Una vez que se afirmó la 


carga en los puertos de Uruguay, los competidores no se la llevan, pero para eso tenemos que conservarla con 
toda esta política de la que estamos hablando. 


SEÑOR BARRIOS.- ¿Qué destino tienen los rieles? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En primer lugar, debo decir que no 
se trata de una concesión. Es una obra pública financiada con cuotas de hasta US$ 5:000.000 y con dos 
años de gracia. Los rieles son un suministro que se le da a la contratista de obra pública para que los 
coloque. Por lo tanto, eso no forma parte de lo que ellos deben suministrar. En la licitación hay un 
suministro de rieles, pero es al revés, porque se trata de rieles algo más livianos que son los que nos 
permiten colocar la línea que va a Paysandú. Los rieles rusos -de 100 libras- pesados van para las 
líneas que tienen mucha carga y los de más de 80 libras van para las líneas del litoral. Como tenemos 
esa cantidad, el contratista durante esos primeros dos años no cobra nada. Lo que tenemos que hacer 
con ese recurso es pagar al Banco de la República lo que esta institución pagó en sus operaciones de 
cancelación de deuda pública. 


SEÑOR BARRIOS.- ¿Eso es parte del pago? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No es parte del pago; es la obra. Si, 
por ejemplo, nosotros contratamos un puente, en algunas obras suministramos el cemento portland de 
ANCAP. En otras, suministramos la carpeta asfáltica y el cemento asfáltico de ANCAP. Es decir que es 
una obra pública con entrega de algunos suministros de los que tiene el país. Los durmientes, el 
balasto, etcétera, los va a tener que comprar el contratista, dejándolos incorporados a la obra. 


(Ingresa a Sala el señor Representante Carminatti) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ingresaremos al punto que tiene que ver con la reiterada preocupación 
respecto al crecimiento de la informalidad del transporte colectivo de pasajeros rodoviarios. 


El señor Diputado Carminatti nos solicitó autorización para hacer un comentario sobre este tema. 


(Se autoriza a hacer uso de la palabra al señor Representante Carminatti) 


SEÑOR CARMINATTI.- Mi intención no es plantear el problema, porque ya se ha hecho, aunque no 
lo hice yo personalmente. 


Este problema me toca muy de cerca, porque tengo una empresa. Sé que la reglamentación establece que no 
se deben tocar asuntos personales, pero acá nadie puede escapar de los asuntos personales porque es un país 
muy chico y uno siempre está involucrado en cosas comerciales o por el estilo. 


Estoy hablando -por supuesto que sin autorización- en nombre de todos los omnibuseros empresarios del país 
y también de los pasajeros que están sujetos a una situación difícil desde hace tiempo. El señor Ministro ya 
sabe de esta situación, porque mucha gente se ha acercado a él a comentársela. El informalismo de los 
minibuses nos hace competencia de una manera que consideramos desleal y libertina. Se trata de una forma 
especial de hacer transporte con un costo menor. A nosotros nos fijan el precio del boleto, tenemos que dar 
detalles de nuestro consumo, y además aportamos una buena cantidad de dinero para que el Estado maneje 
sus carreteras y sus puentes. Somos gente que desde hace muchos años estamos en el transporte; hay 
empresas que son mayores o más viejas que la nuestra. Estamos sufriendo las consecuencias de una intrusión 
en el transporte por parte de la gente que sale con un micro o una mini que cuesta US$ 30.000, le pone un 
chofer arriba que de pronto ni siquiera está inscripto en el Banco de Previsión Social y quizás ni figura como 
empresa. Tienen gastos menores con relación a los que nosotros tenemos como empresa. Nuestra empresa 
tiene ciento cuarenta personas a su cargo, un montaje brutal y ómnibus que valen US$ 160.000, lo que 
insume una cantidad de dinero realmente importante. A veces nos hace pasar mal el hecho de que una 
persona con un micro o con una mini nos haga la competencia y se instale. Sé que existen reglamentos para 
que no salgan a la calle, pero nadie lo puede controlar. Salen prácticamente a los mismo horarios que 


nosotros y regresan también en el mismo horario, aunque no sé si con los mismos pasajeros, como debería ser 
un sistema de excursión. 


Además, reconozco que hay falta de seriedad en el tratamiento del tema por parte del Banco de Previsión 
Social, porque, por ejemplo, en Mercedes -los mayores clientes de allí son del Banco de Previsión Social, los 
niños y las madres que se atienden en esos locales- se ha establecido una especie de cooperativa entre los 
omnibuseros, un vendedor que está dentro de la institución que, seguramente, deriva los pasajes hacia ese 
sector y no hacia el nuestro, que está compuesto por empresas constituidas, organizadas y cumplidoras de 
todas nuestras obligaciones. 


Lamentablemente, no tengo el material necesario porque no pensaba intervenir. Quisiera que pudiéramos 
solucionar este tema para que nosotros, constituidos como empresa, podamos mantenernos porque tenemos 
deudas importantes. La compra de un ómnibus de US$ 160.000 significa una inversión a través del 
otorgamiento de un crédito, porque de otro modo no lo podríamos hacer. El cobro de los boletos es en pesos y 
nosotros debemos pagar en dólares. Un pasaje de ida y vuelta a Fray Bentos, que son trescientos veinte 
kilómetros, cuesta alrededor de US$ 14, lo que significa mucho esfuerzo para nuestra empresa y para todas 
las del país. Por lo tanto, solicito que nos tengan en cuenta. 


Ahora no lo tengo muy presente, pero conozco cómo era el mecanismo de funcionamiento que se hacía con 
boletas; no sé si cambió el sistema. Un particular, dueño de un pequeño minibus se maneja a través de la 
oficina regional del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Creo que habría que cortar un poco eso. Si 
nos ponemos a pensar en medidas de seguridad, el minibus tiene menos seguridad que un ómnibus grande y 
paga menos costo de seguro. Hago estas manifestaciones para tratar de salvar nuestra situación. Esta 
situación puede afectar socialmente a mucha gente que hace ese recorrido y también a nosotros en el 
cumplimiento de nuestras obligaciones y las que tenemos con los empleados. 


No quiero pasar la mano por el lomo al señor Ministro, pero quiero decir que me agrada la parte histórica de 
sus exposiciones. Me alegra escuchar temas de antes. Ahora queremos nacionalizar todo; cuando se fueron 
los ingleses perdimos, y nos pasó lo mismo con los frigoríficos. Considero que la inversión extranjera es 
importante porque nosotros no tenemos capitales y tenemos que buscarlos afuera. 


Me gustaría que el señor Ministro o quien corresponda del grupo que nos visita nos dé su opinión acerca de 
mi posición, que es muy sensible en todos los aspectos, y podamos salir de aquí con una visión más clara en 
cuanto a lo que es ser formal e informal. Me refiero a la protección del Estado cuando sabemos que está 
ayudando -hablo del Banco de Previsión Social- a que empresas que no pagan nada o muy poco se vean 
favorecidas. 


Reconozco que el minibus tiene la ventaja de que lleva al pasajero prácticamente hasta la puerta de su casa y, 
además, hace el paseo. Creo que habría que buscar una forma de defender las empresas grandes, porque si no 
vamos a correr el riesgo de que todas se transformen y utilicen minibuses. He tenido esta intención y se lo 
planteé a mi hermano, que me dijo que estaba loco. Le planteé por qué no poníamos un minibus y salíamos a 
hacernos la competencia a nosotros mismos hasta liquidar al inversor más chico. Era una barbaridad, pero 
estaba bien pensada; de esto hace siete años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema que promueve el señor Diputado Carminatti ya ha sido abordado en 
otras oportunidades. El señor Ministro también ha manifestado su preocupación al respecto, pero es 
evidente que hay nuevas formas, nuevas expresiones y se advierte una tendencia de crecimiento que 
preocupa porque siempre hemos escuchado la importancia de que exista un transporte regulado. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Efectivamente, este tema se ha 
desarrollado en estos últimos años, particularmente a partir del momento en que el minibus pasó a ser 
una unidad accesible, con un valor relativamente reducido y un trato similar. He dicho en varias 
oportunidades que con el minibus nos ha pasado lo que hace cuarenta años nos pasó con la doble 
cabina o con la "pick up". Antes, precisaba un auto y me compraba un auto y un camioncito. Ahora, 
preciso un auto y me compro un auto y un omnibusito. Esa es la situación. Después de que tengo el 
auto y si tengo una buena situación laboral, me compro un omnibusito para realizar servicios que la 
gente no percibe que son los que hacen las grandes empresas, porque no identifica por ejemplo el 
transporte de escolares como un tema empresarial. Entonces piensa que el trabajo que va a conseguir 


para el omnibusito es el transporte escolar. Puede pensar que manda a los nenes a tal lugar y que 
puede conseguir el transporte escolar, pero se encuentra con que ya lo hacía alguien, una empresa. 
Entonces, comienza a hacer un servicio que es más del taxi, pero este no va a buscar a la gente a la casa 
y la lleva a su trabajo. Para eso hay un transporte que está regulado. Cuando no encuentra nada de 
todo eso, aparece la competencia con los servicios regulados. Lo otro que pueden hacer son excursiones 
de turismo; normalmente el ciudadano que compra el vehículo no conoce que hay una regulación del 
tema del turismo. Entonces, resulta que cuando va a realizar el servicio de turismo lo hace en esa 
competencia desleal o sale a buscar pasajeros del servicio regular, que es el más fácil porque no 
necesita hacer ninguna coordinación previa; la cuestión es pasar antes que el ómnibus. A veces, arman 
un grupo de personas que viaja con regularidad y aprovechan. Esta es la situación. ¿Cómo se combate 
esto? Me parece que va por varios lados y que ya hemos hecho bastante en ese sentido. Por un lado, se 
disminuyó la carga tributaria de las empresas reguladas de transporte. El año pasado se eliminó un 
impuesto pesado de 5% sobre la facturación bruta de las empresas de transporte regular y, a su vez, 
condicionado a la ley de que no podía transformarse en tarifa, se reconoció la sustitución del IMESI 
por IVA en el combustible. Al mismo tiempo se incorporó el IVA en el valor del pasaje, pero sin 
aumento de tarifa. Eso significa una doble resignación fiscal, con lo cual al ir bajando los tributos, las 
condiciones de competencia con esos señores empiezan a estar más parejas.Me dirá que no alcanza, 
porque pagan el BPS y el seguro y aquí no, y tienen razón. Estoy hablando de los aspectos económicos, 
pero hay otras razones desde el punto de vista de la responsabilidad como encargados del transporte 
de velar por la seguridad de los ciudadanos. 


Hasta el 30 de marzo de este año ha habido 188 contravenciones de transportistas informales. 
SEÑOR CARMINATTI.- ¿Qué significa eso? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Implica sanciones pecuniarias, 
empresarias y de retiro de documentación. Depende de cuál sea la configuración. 


Es muy difícil encontrar el espacio general, por lo que habrá que buscar puntos de concentración o de fácil 
identificación, como terminales, puestos de peajes o centros de actividad. Se sabe que los beneficiarios de 
asignaciones familiares, por ejemplo, concurren a determinado lugar. Hemos hecho unas cuantas 
fiscalizaciones en peaje Solís en Lagomar, en peaje Pando en las Rutas Nacionales Nos. 8 y 102, en la 
terminal de La Paloma, en el kilómetro 40 de la Ruta Nacional N* 1, en San Carlos en las Rutas Nacionales 
Nos. 9 y 39, en Portezuelo en la Ruta de acceso a Piriápolis, en la Ruta Nacional N* 10, en la terminal Tres 
Cruces, en el aeropuerto, en Durazno, en Santiago Vázquez, en el Palacio Peñarol y en las oficinas de las 
empresas que, aunque son informales, lo publicitan. 


Se han tomado medidas para disminuir las asimetrías fiscales y medidas inspectivas de fiscalización, que no 
son suficientes. Tampoco nos parece necesaria alguna medida de carácter legislativo, porque la ley hay que 
hacerla cumplir y nuestra gran dificultad es controlar. La mayor dificultad es la configuración de las 
condiciones del servicio regular, porque para determinar si una persona es informal y está siendo 
competencia de un servicio regular es necesario encontrarlo varias veces en infracción. De no ser así, puede 
poner como excusa que está haciendo una excursión. Para ello hemos colocado un sistema de videocámaras 
en los puestos de peaje para tener una registración continua de matrículas. El registro del horario nos va a 
permitir la identificación del vehículo. 


Otra actuación que hemos llevado adelante es la de procurar que el Estado no sea el primer promotor del 
informalismo. Eso ha mejorado sustancialmente a partir de los sistemas computarizados de pago, en los que 
se requiere estar al día con la DGI y el BPS. De todas formas, con eso no se resuelve el problema porque 
puede ocurrir que la empresa omita declarar, pero eso entra en otro campo de la informalidad. 


En la enumeración omití la exoneración de los aportes patronales, otra de las reducciones de cargas 
tributarias al transporte formal. Esto todavía está pendiente para el transporte internacional. Este es un avance 
importante, sobre todo si se han dado en el marco que hemos vivido durante estos tiempos. Cuando había 
más demanda de recursos fiscales pudimos lograr una disminución fiscal en el área del transporte. 


Reitero que las medidas tomadas han sido la disminución de la asimetría, tratar de que el Estado no fomente 
la informalidad, acciones de fiscalización y las que estamos implementando hacia el futuro. También hemos 
hecho alguna reflexión sobre el tema de la importación, que es complejo porque entra en algún grado de 
colisión con la libertad de los ciudadanos. Si decimos a alguien que compre el auto que necesita su familia, 
puede ocurrir que sean dos y compren una camioneta para nueve personas. 


Eso puede hacernos pensar que no solamente la va a utilizar para pasear sino para otra cosa. Todos estos 
elementos se están llevando a la práctica. En algún momento las organizaciones gremiales del transporte 
habían protestado porque el Ministerio no había tomado las medidas correspondientes en este tema tan 
importante. Esto ocurría en los años 2000 y 2001, pero posteriormente la situación cambió en forma radical. 


SEÑOR SILVEIRA.- Seguramente en este tema debería haber algún tipo de interacción entre el 
Ministerio y los Municipios, que no sé si la hay. En la entrega de los permisos de remise también vemos 
una participación importante de los Municipios controlando intensamente lo que el señor Ministro 
marca, es decir el hecho de que alguien se compre un coche y, en realidad, lo use con otros fines, o 
cuando el Municipio entrega un permiso de remise y se desentiende absolutamente de cuál es la 
función que realmente está cumpliendo ese vehículo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Nosotros tenemos varias 
actuaciones. En primer lugar están los servicios de transporte regular. También hemos avanzado en 
todo lo que es turismo. Esta era una actividad que tenía un régimen bastante "sui generis" en la que el 
sistema de transporte regular se quejaba del turismo y este se quejaba del transporte; había fuego 
cruzado. En ese sentido también hemos avanzado. 


Efectivamente, lo que dice el señor Diputado Silveira refiere a otro factor que también es distorsionante pues 
la persona no ingresa como empresa de turismo. Omití decir que en el caso de las empresas de turismo hemos 
confluido para que todas sean transformadas en agencias de viaje, que es lo que correspondería. El caso de 
los remises es la situación de las muy heterodoxas y heterogéneas formas de extensión de chapas de remises. 
En esos casos la persona cree que se le genera el derecho a prestar la función y que se le podrá permitir 
aquello que la norma municipal habilite. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que tiene jurisdicción 
sobre las rutas nacionales y sobre lo que es interdepartamental, igual está actuando en el caso de un remise 
que está haciendo un servicio interdepartamental. 


También dije que además hemos considerado el tema de la actuación sobre la importación. 


SEÑOR CARMINATTI.- Me gustaría que nos explicara cuál es el mecanismo de funcionamiento de un 
minibús cuando quiere viajar a Montevideo o a otro lugar del país en servicios comunes o en aquellos 
que vienen a ofrecernos competencia. 


SEÑOR GARAGORRY.- Inicialmente, a partir del año 1997, cuando surge la normativa sobre 
transporte ocasional -Decreto N” 230- se implementó un mecanismo especial para el transporte en 
miniómnibus de declaración de servicios. Habitualmente, a nivel nacional las empresas que hacen 
transporte ocasional o de turismo operan vía fax. Es decir que hacen una declaración del viaje que van 
a realizar vía fax, previo a la salida del viaje, en la medida que estén al día con todas las obligaciones 
que se verificarían si la gestión se hace en mostrador. 


SEÑOR CARMINATTI.- Lo que quería saber tiene que ver con los minibuses que hacen la 
competencia y no con la forma regular de hacer turismo porque yo también la hago. 


SEÑOR GARAGORRY.- Me parecía importante el comentario porque inicialmente los minibuses 
tenían un sistema preferencial más flexible que el de los ómnibus que hacían turismo. Mientras estos 
hacían la declaración por fax los miniómnibus tenían implementado un sistema de libreta de trabajo 
que era mucho más flexible. El Ministerio les daba una libreta con determinadas características y a la 
salida del viaje tenían que anotar la hora de salida y el recorrido. Se detectó que ese mecanismo 
presentaba una mayor posibilidad de evasión o de proceder incorrecto y por ello hoy en día quedan 
aproximadamente cincuenta miniómnibus que tienen ese sistema de declaración vía libreta de trabajo. 


El resto debe proceder exactamente igual que una empresa de turismo que tiene ómnibus, es decir que 
debe hacer la declaración vía fax a la Dirección Nacional de Transporte. 


Creo que es importante el tema de aquellas empresas que compiten con las empresas concesionarias de 
servicios regulares. En lo que habitualmente englobamos bajo la terminología de informalismo hay toda una 
gama de situaciones diferentes. Por ejemplo, desde aquel particular que adquirió un vehículo y ni siquiera 
está registrado como empresa y sale a hacer transporte de pasajeros, hasta otro que cumple todos los 
requisitos que la Administración establece. Es decir está registrado como empresa en el BPS y en la DGL, 
además de estar al día; su vehículo está registrado en la Dirección Nacional de Transporte, cuenta con la 
inspección técnica vehicular y tiene contratados todos los seguros. Cuenta con todo esto, pero hace algo que 
no puede hacer que es la competencia con los servicios regulares. Esa es la parte más compleja en cuanto a la 
verificación. 


Me animaría a decir que los casos más comunes y los que crean mayor irritación -como los que menciona 
especialmente el señor Diputado Carminatti- son aquellos de empresas que están registradas en el BPS y en 
la DGI -al día con ellos- y ante la Dirección Nacional de Transporte, pero sobre la base de la atención de 
usuarios de asignaciones familiares en determinado momento han llegado a promocionar un servicio apto 
para todo público. Esto es lo que ha creado mayor irritación. Inclusive, las asociaciones nos han acercado 
volantes. Esto ha generado procedimientos inspectivos a medida. Es decir que hemos afectado a escribanos 
públicos que han hecho llamadas telefónicas a los números que aparecen en los volantes, quienes han 
confirmado que al usuario se le ofrece un servicio regular, no le pedían si era beneficiario del BPS o no. Ha 
habido una cantidad muy importante de ese tipo de operativos en los que se ha desincentivado enormemente 
ese proceder. 


¿Qué es lo que pasa hoy en día? Vemos en la plazoleta de Suárez y Agraciada un conjunto de miniómnibus 
que están trayendo exclusivamente beneficiarios de asignaciones familiares, cumpliendo todo el resto de las 
condiciones que la Administración les exige. El tema de si los puede trasladar o no fue objeto de 
conversaciones con la Asociación de Transportistas e inclusive participamos con su Directiva y el Presidente 
del Directorio del BPS en una reunión en la que los transportistas concesionarios de servicios regulares 
plantaban al BPS la posibilidad de instrumentar algún mecanismo que les permitiera trasladar a sus afiliados 
por medio de los servicios regulares. Entonces, hoy en día, mediante un muestreo se sigue verificando 
permanentemente que todos esos miniómnibus que traen beneficiarios de asignaciones familiares no 
transporten personas que no sean beneficiarias y que no tengan la orden del BPS. Además, se controla en 
distintos puntos de la red vial, sobre todo en puntos fijos, que haya una correspondencia entre las órdenes del 
BPS y la cantidad de personas que viajan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos llegando a la hora a la que están fijadas otras actividades que 
comprometen a algunos de los señores Diputados, lo que amenaza con dejarnos sin número; además, a 
la hora 14 se iniciará una jornada larga de la Cámara de Diputados. Por otra parte, de acuerdo con los 
deseos del señor Ministro, el tema de PLUNA quedará para mejor oportunidad. Me gustaría que 
algunos de los datos que se han manejado fueran remitidos a la Comisión, a efectos de que podamos 
hacer el seguimiento permanente que el tema requiere. 


Voy a referirme ahora a un asunto acerca del cual es de interés de la Comisión conocer la opinión del señor 
Ministro. 


En estos últimos días, a través de un boletín del Diario Oficial que resume las actuaciones de la Auditoría 
Interna de la Nación del año 2003, se han dado a conocer algunos datos relacionados con dependencias de 
este Ministerio; figuran en las páginas 32, 33, 34 y 39 de esa publicación. El informe no se refiere 
exclusivamente a esta Cartera sino a la actuación del Estado en general. En cuanto a este Ministerio, en el 
capítulo de "Conclusiones y Recomendaciones", se establece que "De las actuaciones realizadas en la Unidad 
Ejecutora Dirección Nacional de Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y reseñadas en 
el informe de fecha 25/12/02, se pueden establecer las siguientes conclusiones y recomendaciones: En mérito 
a lo dispuesto en el artículo 182 del Decreto 500/91 y en los artículos 122 y 124 del TOCAF, se entiende que 
correspondería realizar una investigación administrativa en las unidades involucradas en los hechos 
constatados y descritos a continuación: La DNA contrató con empresas que no reúnen las formalidades 
legales para ser proveedoras del Estado", y se mencionan algunas. Se agrega que "Se realizan compras para 
las obras, pagando precios muy superiores a los valores de mercado. Se detectaron variaciones que oscilan 


entre un 167,66% a 330% por encima del valor en plaza.- Se presenta documentación que no reúne las 
formalidades fiscales.- En obras realizadas en Montevideo existe una facturación mensual de fletes por una 
cantidad de horas elevada (...)", mientras que en otros casos no es así. Se cuestiona también el sistema de 
pago de determinados viáticos y se señala que "No existe un adecuado control en la cuenta de Fondos de 
Terceros, se detectan diferencias (...)". Se agrega que, comunicado al Ministerio todas estas irregularidades y 
vencidos los plazos, no se presentaron descargos. 


En cuanto a la Dirección Nacional de Hidrografía, se constata una serie de irregularidades como la de 
mantener en Caja certificados de la Dirección General Impositiva y comprobantes de garantías de 
mantenimiento de ofertas que se encuentran vencidos. Además, no se presentaron a tiempo las rendiciones de 
cuentas del fondo presupuestal y los formularios de solicitud de anticipos de viáticos no contienen todos los 
datos necesarios para su posterior control. 


Se hacen algunas recomendaciones y se agrega que no se presentaron descargos luego de comunicadas estas 
irregularidades. 


En cuanto a algunas obras realizadas por la Dirección Nacional de Arquitectura en el Edificio MERCOSUR 
se plantean observaciones respecto de la actuación y el manejo de los fondos presupuestales. 


Todo esto se puede constatar accediendo a esta publicación del Diario Oficial que resume el trabajo de la 
Auditoría Interna de la Nación. Es documentación oficial publicada por el Diario Oficial y no refiere a 
hechos menores sino a circunstancias de gravedad que ameritan que el señor Ministro tenga la oportunidad de 
referirse a ellas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Efectivamente, esto apareció en esa 
publicación de la Auditoría Interna de la Nación y quiero decir que el Ministerio dispuso la realización 
de una investigación administrativa en enero de 2002. Esta investigación sigue en trámite en virtud de 
la cantidad de ítemes que comprende y de la complejidad que presentan. 


La verdad es que lo primero que hay que tener en cuenta es el antecedente del asunto. Los temas a que el 
señor Presidente aludió en primer y en penúltimo lugar refieren a lo mismo: las obras del Edificio 
MERCOSUR; otros no están vinculados con esto. Hay que tener presente que esta obra que data de 1997 
debió ser realizada por el Ministerio en un plazo récord y en condiciones absolutamente particulares dado que 
había que terminarla en siete meses. En aquel momento, la obra no tenía proyecto, planos, metraje ni ningún 
tipo de definición; lo único que existía era la necesidad de que en determinada fecha estuvieran concluidas 
las áreas de actuación -como se mencionaba en el convenio firmado-, y seguramente nadie que haya 
contratado una obra lo habrá hecho por área de actuación sino por trabajos a realizar, resultados, etcétera. 


Esta es una obra de varios millones de dólares y los temas a los que se está haciendo mención no superan los 
US$ 30.000; eso debe quedar claro. ¿Qué sucedió? La Auditoría Interna de la Nación realizó una auditoría al 
Ministerio de Relaciones Exteriores, la que derivó al Edificio MERCOSUR y, de ahí, a la Dirección Nacional 
de Arquitectura. Esta Dirección ejecutó su rol siguiendo los procedimientos establecidos en las leyes, en los 
decretos y en el Texto Ordenado; esa es la norma y a ello nos remitimos. 


Aquí lo que sucedió fue que, a juicio de la Auditoría Interna de la Nación, la Dirección Nacional de 
Arquitectura no se había ajustado a las normas. Eso motiva el primer informe de la Auditoría, que es 
contestado -a diferencia de lo que dice aquí- por la Dirección Nacional de Arquitectura en lo que tiene que 
ver con las observaciones. 


Motiva un segundo informe de la Auditoría Interna de la Nación, que a su vez es contestado por la Dirección 
Nacional de Arquitectura y genera un tercer informe de la Auditoría Interna de la Nación sobre los mismos 
puntos, que también es respondido por la Dirección Nacional de Arquitectura. Pero ya en ese momento - 
estamos hablando del mes de enero de 2002-, dado que viene la Auditoría Interna de la Nación sugiriendo la 
realización de una investigación administrativa, digo: hágase la investigación administrativa, que empieza a 
sustanciarse en aquel momento, se ha venido desarrollando hasta ahora y ha habido actuaciones por parte del 
instructor del sumario a lo largo de todos los meses, o sea que no es este un tema que se haya detenido. Se 
seguirá hasta donde haya que seguir y, si hay responsabilidades de algún funcionario, tendrá que responder. 
De todas formas, creo que hay que hacer mención a la entidad del asunto, porque la institución ni la 


globalidad de los funcionarios se merece lo que dice el informe y lo que después recoge la prensa, dando la 
sensación de que la Dirección Nacional de Arquitectura fuera poco menos que un lugar donde reina la 
anarquía, por no decir algo más agraviante. 


En ese lacónico informe, por ejemplo, se dice: se constataron adquisiciones por valores superiores en un 
167% o en un 330%, sobre los precios de mercado. ¿Saben de qué estamos hablando? De las garrafas de 
supergás para el soldado de la plomería del edificio MERCOSUR que, comparado el precio que se pagó con 
el precio de lista, alcanzó a un 167%. Ese porcentaje surge si comparamos hoy el precio de lista del supergás 
con lo que le cobran a la Dirección Nacional de Arquitectura o a cualquier oficina del Estado que esté 
comprando porque hoy y ayer el proveedor sabe que el Estado paga tarde, mal y siempre. 


Por lo tanto, estamos hablando de ese tema. No estamos hablando de que las obras costaron un 167% o un 
330% más. Estamos hablando de que las garrafas de supergás para soldar la plomería tuvo un precio 
adicional. 


En el otro extremo, el 330% es la referencia a un caso concreto: diez mástiles de bandera que están en la 
puerta del edificio MERCOSUR, que fueron fabricados con un determinado tipo de tubo, con determinado 
grosor, en virtud del peso y de la exposición al viento. Esa clase de tubo no era de fabricación nacional y 
remata en una bola de bronce para cuya elaboración hubo que preparar matrices; además eran necesarios 
dispositivos de fijación. Cada uno de esos diez mástiles de bandera tenía un valor de $ 2.750. Cuando la 
Auditoría Interna de la Nación pide al mismo proveedor -una empresa de plaza- precio por esos mástiles, el 
proveedor dice que le cotiza más barato. Si le hubiera cotizado el mismo producto, ya resulta razonable que 
sea más barato, en virtud de que las matrices para construir las bolas de acero ya están. Pero, además, cuando 
cotiza ese producto, el caño a emplear no es el mismo que se había utilizado anteriormente, el mástil es dos 
metros más bajo de altura, y así sucesivamente, pero no les quiero aburrir con esta minucia. Más allá de que 
lo sea, la Dirección Nacional de Arquitectura lo ha sentido como un real agravio, que no se merece. Sus 
funcionarios y sus arquitectos son personas de toda respetabilidad y honorabilidad. Han hecho las 
contestaciones y la investigación administrativa en curso determinará si hay o no responsabilidades. 


Un tema, entonces, los sobreprecios, otro, la contratación. No quiero dar aquí los nombres, porque forma 
parte de las reservas de la investigación administrativa y hasta que esta no esté terminada uno no debe dar a 
comunicación sus resultados, pero se señala que aparece una determinada empresa que, según se dice, en el 
año 1997 declaró el cese de actividades pero en el año 1998 se le habría hecho un pago. Entonces, se 
pregunta cómo se hizo el pago a una empresa que cesó sus actividades. Se omite decir que en el propio 
documento de cese de actividades se aclara que la empresa cesa sus actividades en el año 1999 y no en 1998. 
Entonces, eso es considerado una irregularidad. 


Se considera que otras empresas son irregulares porque no están en el registro de proveedores del Estado en 
una determinada fecha, pero aparecen los archivos de microfilmación del año 1997 dando cuentas de que 
esas empresas estaban integrando realmente el registro de proveedores. 


Por lo tanto, a la luz de haber visto esto -que confieso que he mirado con más detenimiento en estos días- 
puedo decir que aquí se ha entablado un diálogo de sordos entre la Auditoría Interna de la Nación y la 
Dirección Nacional de Arquitectura, más allá de que hay respuestas. 


Tanto esto es así que en determinado momento el propio funcionario interviniente solicita -esto se remonta al 
mes de enero- la participación de un técnico para determinar elementos de carácter técnico. 


Un tema no menor al que debí haber hecho referencia es el siguiente. En forma simultánea a haber dispuesto 
la investigación administrativa a principios del año 2002 -dado que la Auditoría Interna de la Nación había 
hecho estas apreciaciones-, el Tribunal de Cuentas, por otras razones, había hecho una auditoría sobre los 
mismos temas, en cuanto al cumplimiento de las normas de contratación por parte de la Dirección Nacional 
de Arquitectura. Y ese informe, que está en nuestro poder, llega a conclusiones totalmente distintas a las de la 
Auditoría Interna de la Nación. Me genera un poco de confusión el hecho de que dos organismos de contralor 
-la Auditoría Interna y, por otro lado, el Tribunal de Cuentas- lleguen a conclusiones diferentes sobre las 
actuaciones en materia de contrataciones administrativas por parte de un organismo como la Dirección 
Nacional de Arquitectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentablemente, nos hemos quedado sin número para sesionar. 


Han quedado varias preguntas pendientes. Sin embargo, creímos que no debíamos terminar esta reunión de 
trabajo en la que tanta información recibimos, sin permitir al Ministro que expresara su opinión sobre el 
particular, en función de los trascendidos de prensa que ha habido. Tendremos que coordinar una nueva 
instancia donde podamos profundizar en el tema de PLUNA y, si acaso, abordar este asunto. Tal vez el 
Ministerio podría hacernos llegar el relevamiento sobre las afirmaciones de la Auditoría Interna de la Nación 
y el material relacionado con la intervención del Tribunal de Cuentas. A su vez, en la Comisión también 
procuraremos profundizar en las conclusiones de la Auditoría Interna de la Nación para evitar especulaciones 
sobre las afirmaciones que, como el señor Ministro menciona, pueden ser reflejo de situaciones puntuales, 
pero no una expresión de actitud general, que es lo que surge de la publicidad sobre este tema. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Me hubiera gustado haber 
terminado con el orden del día. Estimo que este tema es de una entidad menor, pero ha cobrado ruido 
mayor, por lo que me interesaba extenderme sobre el particular. 


Aprovecho esta oportunidad para referirme a PLUNA, tema incorporado ayer como último punto. 


En primer lugar, debo decir que existen dos situaciones: una concedente y otra concesionario. En tanto 
integrante del Poder Ejecutivo, tengo una situación como concedente, y en tanto nexo del ente autónomo 
PLUNA con el Poder Ejecutivo, estoy vinculado al concesionario, es decir, la parte del Estado en PLUNA 
S.A. 


Con relación al concedente debo decir que no ha existido ninguna gestión formal de ninguna de las empresas 
que salieron en la prensa -el empresario Eurnikian, VARIG, Aerolíneas Argentinas y un fondo de inversión- 
ante el Poder Ejecutivo uruguayo. Sí ha habido muchos contactos de distintos interesados, visto la compleja 
situación de VARIG en Brasil y la situación favorable de PLUNA, a pesar de la situación compleja de 
VARIG. 


Por otro lado y en otro nivel de actuación, el Directorio de PLUNA ha actuado en lo que consideraba le 
correspondía y me ha mantenido informado en mi condición de nexo entre el Directorio con el Poder 
Ejecutivo. Entiendo que acá existen aspectos de sustancia y de forma. Los de forma hacen a la relación 
interna empresarial donde a un socio le resulta bastante poco grato enterarse de lo que pasa con su empresa a 
través de la prensa; esta es una de las valoraciones que hace. Otra valoración se relaciona con que eventuales 
interesados accedan a otra información que no sea aquella de carácter público, en virtud de que esos 
interesados también pueden ser competidores. En ese sentido, el Directorio ha actuado correctamente, me ha 
mantenido informado y eso es lo que está en el campo formal. Al concedente Poder Ejecutivo no le ha 
llegado ninguna gestión formal, tema que conozco en virtud de mi integración a la política aeronáutica, no 
como Ministro de Transporte y Obras Públicas porque, lamentablemente, el transporte aéreo no forma parte 
de las competencias específicas de esta Cartera sino del Ministerio de Defensa Nacional y el organismo que 
aplica el Código Aeronáutico es la DINACIA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este momento no podemos abordar este tema, pero existen afirmaciones 
públicas de personas vinculadas al Directorio de PLUNA que indican que las iniciativas surgieron de 
contactos mantenidos a nivel del Poder Ejecutivo y de comentarios realizados por el propio Presidente 
de la República. 


Nos consta que el Directorio de PLUNA S.A. tomó iniciativa para defender el procedimiento que 
corresponde en estos casos. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Concuerdo con el señor Presidente respecto de la necesidad 
de aclarar los comentarios aparecidos en la prensa. No escuchamos al Ministro expresar su voluntad de 
comparecer para seguir conversando sobre este tema. Sobre el particular tenemos un montón de 
preguntas que no consideramos minucias, que formularemos cuando venga el Ministro para dilucidar 
este tema. Queremos saber si es posible contar con la presencia del Ministro y de sus asesores después 
de la semana de turismo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Siempre hemos aceptado una 
invitación del Parlamento. Nos interesaba particularmente hoy dar cobertura a todos los temas; 
lamentablemente, algunos nos llevaron más tiempo del que correspondía. Sin embargo, insisto en que 
siempre estaremos dispuestos a informar por estos temas que considero bastante menores y por otros 
que son bastante mayores, algunos abordados hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro y sus asesores. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


